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Recuadro I.B4:  La creación de un "equipo nacional" en China

El de Nolan (2001) es probablemente el principal análisis reciente de las políticas de China para el desarrollo de industrias internacionalmente competitivas, los llamados campeones nacionales.  Nolan empieza su examen observando que, desde que se iniciara en China el programa de reformas económicas, a finales del decenio de 1970, se ha debatido sobre la aportación relativa de las grandes y las pequeñas empresas al crecimiento económico:

"Son muchos quienes sostienen que el rápido desarrollo económico de China fue principalmente el resultado del explosivo crecimiento de las pequeñas empresas, a menudo en régimen de propiedad privada de facto.  ... Ese proceso se describió como "una silenciosa revolución desde abajo" ...  En realidad, las grandes empresas desempeñaron un papel fundamental en el crecimiento de China durante ese período.  El Estado fomentó deliberadamente el desarrollo de un grupo de grandes empresas que esperaba que pudieran competir con las principales empresas en los mercados mundiales" (Nolan 2001, página 16).

Según Nolan, durante el decenio de 1990 se extendió ulteriormente el convencimiento de que China necesitaba desarrollar algunas grandes empresas para poder competir en los mercados internacionales.  Nolan (2001) describe como sigue la creación de esas empresas:

"En el decenio de 1990 el Consejo de Estado escogió un "equipo nacional" de 120 grandes grupos empresariales en dos etapas, en 1991 y 1997, respectivamente.  Esas empresas se concentraban predominantemente en los sectores considerados "de importancia estratégica", como los de generación de energía eléctrica (8), extracción de carbón (3), industria automotriz (6), electrónica (10), hierro y acero (8), maquinaria (14), productos químicos (7), materiales de construcción (5), transporte (5), industria aeroespacial (6) y productos farmacéuticos (5)" (página 18).

Se aplicaron diversas políticas para apoyar el crecimiento del equipo nacional, y, sobre todo, se protegió a esas empresas con importantes obstáculos al comercio.  Al parecer, se impedía habitualmente a las empresas extranjeras el acceso a los canales de distribución internos.  En muchos casos eran las autoridades chinas las que escogían el socio nacional con el que los inversores extranjeros podían realizar operaciones conjuntas.  En lo que se refiere a la inversión y la innovación, Nolan (2001) señala:

"En general, ya en una etapa relativamente temprana de las reformas económicas, se otorgaron a los miembros del equipo nacional especiales facilidades para gestionar los aspectos clave de sus negocios, incluidas cuestiones tan fundamentales como la retención de beneficios, las decisiones de inversión y el derecho a realizar actividades de comercio internacional.  Se les permitió establecer sus propias empresas de financiación internas.  Se les otorgó el derecho de administrar otras empresas estatales dentro del mismo grupo empresarial.  Muchos centros estatales de I + D fueron sencillamente traspasados a empresas del equipo nacional para facilitar su progreso técnico sostenido" (página 19).

Además de gozar de diversos privilegios, el equipo nacional recibía ayuda financiera en gran escala de los cuatro grandes bancos estatales, que apoyaban así el proceso de concentración industrial.  Alentados por el Consejo de Estado, los bancos estatales facilitaban el acceso a grandes préstamos en condiciones de favor.

Como resultado de esas medidas, según Nolan (2001) a finales del decenio de 1990:

"los 120 grupos escogidos por el Consejo de Estado tenían invariablemente una posición dominante en sus respectivos sectores.  Los seis grupos del sector de generación y suministro de energía eléctrica, por ejemplo, producían más de la mitad de la electricidad de China.  A los ocho grupos del sector metalúrgico correspondía más del 40 por ciento de la producción nacional de hierro y acero, y a los seis fabricantes de vehículos, el 57 por ciento de la producción total de la industria automotriz.  Las tres aerolíneas civiles controlaban más del 55 por ciento del mercado nacional.  Los grupos se basaban en grandes empresas que constituían el "núcleo del grupo" y podían funcionar como "centros de inversión"…  En 1997 los 120 grupos representaban una tercera parte del valor total de la producción del sector de propiedad estatal, obtenían más del 50 por ciento de los beneficios totales, pagaban el 25 por ciento de los impuestos y realizaban más del 25 por ciento de las ventas.  Al final de 1995 sólo tenían pérdidas menos de 10 de los 120 grupos" (página 20).

5. Resumen

1. El objeto de la presente sección del documento (sección D) era evaluar el papel que en el desarrollo de cuatro economías del Asia Oriental han desempeñado la rivalidad entre empresas y las medidas tendentes a promoverla o limitarla.  No se pretendía presentar un cuadro más general de los efectos de las políticas industriales en el Asia Oriental, que habría rebasado el ámbito del presente estudio, ni resumir las políticas actuales de desarrollo o las prioridades de las economías en cuestión.  Sin embargo, aun en este marco más estrecho, el examen de los trabajos sobre la materia ha permitido sacar algunas conclusiones.

2. En primer lugar, tanto en China como en el Japón el Estado adoptó en ocasiones medidas tendentes a restringir la competencia, y en ambos casos los investigadores han aportado en los últimos años datos que ponen en cuestión la eficacia de tales medidas.  En segundo lugar, la experiencia de Corea pone de manifiesto que la aplicación efectiva de la legislación sobre competencia es necesaria para contrarrestar las consecuencias internas negativas de las políticas tendentes a crear campeones nacionales.  En tercer lugar, el análisis de las reformas introducidas por China desde finales del decenio de 1970 revela los problemas que enfrentan las economías en transición.  El temor a las pérdidas de empleo y a las perturbaciones sociales al parecer han conducido a la adopción de algunas medidas para limitar la competencia.  Sin embargo, parece ser que el recurso a esas medidas ha sido cada vez menos frecuente.

3. En general, las conclusiones de las investigaciones empíricas más recientes sobre el desarrollo del Asia Oriental indican con creciente claridad que no es cierto que las políticas de desarrollo de esas economías tuvieran como componente fundamental medidas tendentes a limitar la competencia, y todavía menos que esas medidas resultaran eficaces.  Estudios recientes sobre la eficacia de la cartelización en el Japón ponen seriamente en duda que el éxito de las industrias japonesas internacionalmente competitivas dependiera del patrocinio o de la tolerancia por el Estado de la fijación colusoria de precios y prácticas similares.  Las experiencias de Corea y de China parecen indicar que las políticas tendentes a crear grandes empresas nacionales deben complementarse con medidas que garanticen el mantenimiento de cierto nivel de rivalidad en los mercados nacionales.  En resumen, esos trabajos recientes añaden credibilidad a la opinión de que una aplicación activa y adecuada de la legislación sobre competencia en esas cuatro economías del Asia Oriental no habría entorpecido sus estrategias nacionales de desarrollo, sino que las habría reforzado.

4. Resulta evidente en cualquier caso que, independientemente de la opinión del mundo académico sobre el fundamento de las posibles justificaciones de una política industrial intervencionista y de la experiencia empírica al respecto, los gobiernos pueden tener diversas razones para optar de vez en cuando por limitar la competencia en determinados mercados o sectores, o por lo menos por no promoverla.  Teniendo eso en cuenta, y de conformidad con el mandato del estudio, en la siguiente sección se examinan diversas formas en que se han abordado en las jurisdicciones que cuentan con políticas activas de competencia las tensiones potenciales entre los objetivos de la política de competencia y los de la política industrial.

B. Formas en que se han abordado tradicionalmente las tensiones potenciales entre los objetivos de la política de competencia y los de la política industrial

5. El examen que antecede de las disyuntivas y complementariedades que se pueden plantear entre la política de competencia y la política industrial, a la luz de las investigaciones económicas y de desarrollo y de la experiencia histórica de algunas economías de Asia, parece indicar que, en toda una serie de circunstancias, la legislación y la política de competencia tienden a promover la eficiencia dinámica y otros objetivos económicos.  No obstante, es evidente que en ciertos casos pueden surgir tensiones con los objetivos de la política industrial, y, en cualquier caso, los gobiernos pueden tener interés, por diversas razones económicas, política y sociales, en proteger determinadas actividades o sectores de la aplicación de la legislación sobre competencia, o en dar precedencia a metas o iniciativas que pueden estar en conflicto con los objetivos de esa legislación.  Por consiguiente, en la presente sección se examinan diversas formas en que se han abordado tradicionalmente en economías que cuentan con regímenes activos de competencia, tanto industrializadas como en desarrollo, las tensiones potenciales entre la legislación sobre competencia y los objetivos de la política industrial o de otras políticas.  Se indican cinco posibilidades, aunque puede haber más.  El análisis se basa en las deliberaciones que han tenido lugar en el Grupo de Trabajo de la OMC, así como en otras fuentes públicas.

6. La primera y principal observación es que las medidas adoptadas por los gobiernos en su calidad de representantes de Estados soberanos, aunque tiendan a restringir la competencia en los mercados, no son recurribles con arreglo a la legislación sobre competencia de la mayoría de los países que cuentan con esa legislación en su ordenamiento jurídico.  Por consiguiente, la mayor parte de los instrumentos tradicionales de política industrial, como los aranceles, las subvenciones, los programas de capacitación, la propiedad pública y las facilidades de financiación para las exportaciones, rara vez pueden impugnarse en virtud de la legislación sobre competencia.  Incluso las reglamentaciones o directrices normativas que restringen deliberadamente la entrada en los mercados o limitan de otras maneras la competencia (por ejemplo, las fusiones ordenadas por el Estado) no suelen entrar en conflicto con la legislación sobre competencia, a condición de que se apliquen con arreglo a un mandato oficial válido y cumplan los demás criterios o requisitos que contemplen las leyes nacionales (OMC 1997;  véase en Holmes 1993 un examen de las doctrinas pertinentes de los Estados Unidos).

7. Una segunda forma en que se abordan en muchos países las tensiones potenciales entre la legislación sobre competencia y los objetivos de desarrollo consiste en la incorporación explícita de esos objetivos a las leyes nacionales sobre competencia.  Por ejemplo, como ya se ha señalado, la Ley de Competencia de 1998 de Sudáfrica comprende múltiples objetivos (véase el párrafo 25 supra).

8. Hay división de opiniones sobre las ventajas de introducir objetivos sociales más amplios en la política de competencia, y se observa una tendencia general a centrar la atención en la eficiencia económica o en el bienestar de los consumidores como objetivos principales de la política de competencia.  La siguiente cita, tomada de una reciente comunicación de la República de Irlanda al tercer Foro Mundial de la OCDE sobre la Competencia, es representativa de ese punto de vista:


"Los responsables de la elaboración de políticas pueden tratar de utilizar la política de competencia para promover otros objetivos más amplios, como los de política industrial, desarrollo regional o 'interés público', aplicando, por ejemplo, un criterio de interés público en casos de fusiones.  Hay dos razones por las que es preferible no utilizar la política de competencia como instrumento de una política más general.  En primer lugar, los objetivos demasiado generales pueden resultar ambiguos, por lo que pueden ser 'capturados' o 'secuestrados' por los intereses privados más poderosos, que suelen ser los de los productores o los de los trabajadores.  Objetivos que persiguen de jure el interés público pueden ponerse de facto al servicio de intereses privados.  En segundo lugar, para alcanzar objetivos ajenos a la política de competencia suele ser más eficaz aplicar mecanismos ajenos a la política de competencia.  En resumen, la limitación de la competencia para promover un objetivo más general tendrá inevitablemente efectos secundarios anticompetitivos …" (Irlanda 2003b, página 3).

9. Es evidente, sin embargo, que, tanto en los países industrializados como en los países en desarrollo, la aplicación de la legislación nacional sobre competencia se ha regido y orientado a menudo por otros objetivos.

10. En tercer lugar, aun cuando no se incluyan explícitamente en la legislación sobre competencia objetivos de desarrollo u otros objetivos similares, los funcionarios responsables, al aplicar las leyes pertinentes, pueden atender a consideraciones de eficiencia dinámica, así como de eficiencia estática, y lo están haciendo en medida creciente.  Conviene destacar, por su importancia para el presente estudio, que en un número creciente de jurisdicciones se ha adaptado deliberadamente la aplicación concreta de la legislación sobre competencia en determinados casos para facilitar mejoras de la eficiencia dinámica.  Ese desplazamiento de la atención hacia consideraciones de eficiencia dinámica no ha requerido en la mayoría de los casos revisiones de la legislación sobre competencia, sino que se ha logrado mediante la progresiva adaptación de las directrices y de las técnicas utilizadas en los análisis de casos.  Esa tendencia se ha manifestado con claridad desde mediados del decenio de 1990 e incluso antes en algunos casos (OMC 1997;  véase, en Anderson y Khosla 1995, una reseña de la evolución observada a ese respecto en diversos países Miembros de la OMC).

11. Un ejemplo de los esfuerzos por adaptar la aplicación de las leyes nacionales sobre competencia de manera que faciliten y promuevan el aumento de la eficiencia dinámica son las sucesivas versiones de la "directrices sobre fusiones" promulgadas en los últimos dos decenios por los organismos antitrust de los Estados Unidos, que han prestado creciente atención a esas cuestiones (véase Departamento de Justicia y Comisión Federal de Comercio de los Estados Unidos 1997).  Como ya se ha señalado, el concepto de "mercados de innovación" fue elaborado con la finalidad concreta de garantizar que la aplicación de las disposiciones estadounidenses sobre competencia promoviera y no entorpeciera el logro de mejoras de la eficiencia dinámica.  Ese concepto presupone que:  i) la competencia es un fundamento esencial de la innovación;  y ii) las fusiones y otros acuerdos anticompetitivos entre empresas pueden socavar los incentivos a la innovación en determinados casos (Gilbert y Sunshine 1995).  En esas consideraciones han basado los organismos de competencia estadounidenses varias decisiones de bloquear procesos de fusión en una serie de casos (Gilbert y Tom 2001).

12. La propensión cada vez mayor a aplicar la legislación sobre competencia teniendo en cuenta la innovación y la eficiencia dinámica se destaca en un reciente análisis de la evolución de la política antitrust de los Estados Unidos en el decenio de 1990 realizado por Litan y Shapiro (2001), que observan lo siguiente:


"… el decenio de 1990 fue un período en el que muy diversos mercados se vieron afectados por el impacto de las nuevas tecnologías, encabezadas por el Internet y la tecnología de la información.  Los frutos de la competencia se manifiestan cada vez más en nuevas tecnologías que conducen a la aparición de productos nuevos o mejorados.  Al mismo tiempo, los derechos de propiedad intelectual, en forma de patentes, derecho de autor y secretos comerciales, se han convertido en una fuente cada vez más importante de ventajas competitivas para las empresas que los controlan.  No es, pues, sorprendente que las autoridades antitrust hayan empezado a prestar más atención a la "competencia por la innovación" y a los derechos de propiedad intelectual" (página 3).

13. También Gilbert y Tom (2001), tras examinar atentamente la aplicación de esas disposiciones por los organismos estadounidenses desde 1990, llegan a la conclusión de que:


"la innovación no es objetivo prioritario de las autoridades encargadas de la competencia, aunque ha adquirido creciente importancia y ha desempeñado un papel decisivo en varias actuaciones, en casos de fusiones y en otros casos, que podían afectar en medida importante al bienestar de los consumidores" (página 3).

14. Conviene señalar que ese desplazamiento de la atención hacia las consecuencias a más largo plazo de las prácticas de las empresas no ha conllevado una modificación de la legislación antitrust de los Estados Unidos, sino que ha sido el resultado de una adaptación progresiva de las directrices y de la aplicación de técnicas utilizadas en los análisis de casos.

15. Una esfera en que la aplicación de la legislación sobre competencia en algunos países se ha centrado con particular claridad en facilitar la obtención de mejoras de la eficiencia dinámica es la relativa a la aplicación de esa legislación al ejercicio de los derechos de propiedad intelectual (véase, en general, Anderson y Gallini 1998, Muris 2001 y American Bar Association 2002).  Conviene destacar, de hecho, que en muchos países existe desde hace tiempo conciencia de que la política de competencia contribuye a establecer un equilibrio y a impedir posibles abusos vinculados al ejercicio de los derechos de propiedad intelectual.  El Grupo de Trabajo de la OMC ha tenido un amplio debate sobre estas cuestiones (véase Anderson 2002).  De conformidad con las últimas constataciones en esta materia, el Grupo de Trabajo ha expresado la opinión de que, en muchos casos, el ejercicio de los derechos de propiedad intelectual es compatible con las metas y objetivos de la política de competencia, en el sentido de que esos derechos promueven la innovación y por tanto contribuyen a una competencia y eficiencia dinámica mayores.  No obstante, el mantenimiento del debido equilibrio entre los incentivos para la innovación y el acceso a nuevas tecnologías depende en medida fundamental de que se aplique adecuadamente la legislación sobre competencia al ejercicio de los derechos de propiedad intelectual.  Como se señala en el informe anual del Grupo de Trabajo correspondiente a 1998, 


"Una aplicación adecuada del derecho de competencia debería evitar dos posturas extremas:  una aplicación demasiado estricta podría aminorar la innovación;  una aplicación ineficaz o insuficiente podría dar lugar a una concesión excesiva del dominio del mercado.  Ambos resultados tendrían un efecto adverso sobre la producción así como un efecto inhibidor del comercio."

16. Conviene señalar a este respecto que las Directrices promulgadas por las autoridades de competencia estadounidenses y canadienses en el decenio de 1990 proporcionan instrucciones concretas para la aplicación de la legislación sobre competencia en relación con los derechos de propiedad intelectual.

17. Un cuarto instrumento para abordar las tensiones potenciales entre la legislación o la política de competencia y el logro de objetivos de política industrial, que se ha utilizado en todas las jurisdicciones, consiste en prever la posibilidad de establecer exenciones, excepciones y exclusiones de la legislación sobre competencia.
  Casi todas las jurisdicciones que cuentan con legislación sobre competencia contemplan algunas exenciones y exclusiones.  En un análisis de las excepciones, exenciones y exclusiones pertinentes preparado por la Secretaría para el Grupo de Trabajo en 2001 se hacen las siguientes observaciones de interés:


"Sobre la base de las contribuciones escritas y orales presentadas por los Miembros al Grupo de Trabajo, es evidente que los términos "excepción", "exención" y "exclusión" pueden tener significados concretos en el contexto de los distintos ordenamientos jurídicos nacionales.  No obstante, a nivel general, los Miembros han utilizado esos términos indistintamente para referirse a los sectores, ámbitos de actividad y categorías de conducta que están ya sea excluidos de la aplicación de las leyes nacionales en materia de competencia ya sea sujetos a trato diferenciado en virtud de esa legislación.  El término "autorización" también ha sido empleado para hacer referencia a situaciones en las que se permite una conducta que de otro modo estaría prohibida por las leyes nacionales en materia de competencia."


"El alcance de las excepciones, exenciones y exclusiones varía considerablemente de un país a otro.  Hasta cierto punto, esto parece simplemente reflejar el hecho de que algunos países se apoyan menos en disposiciones legislativas explícitas y más en el proceso de aplicación para determinar si una determinada actividad o conducta no debería estar contemplada en las leyes nacionales en materia de competencia o debería ser objeto de un trato especial por parte de la legislación."


"También deben señalarse otras diferencias en los enfoques nacionales.  En algunos casos, los criterios empleados para determinar si se trata de una excepción, exención o exclusión son amplios y generales mientras que en otros los criterios son extremadamente detallados.  En algunas jurisdicciones, la cuestión de si se aplica una excepción, exención o exclusión depende del resultado de un análisis amplio realizado caso por caso o de la aplicación de "criterios razonables".  En otras, se utilizan directrices, reglamentos o exenciones por categorías como orientación al menos en parte de los casos."


"Al clasificar las excepciones, exenciones y exclusiones conforme a las leyes nacionales en materia de competencia, hay que establecer una diferencia fundamental entre, por una parte, las excepciones, exenciones o exclusiones de carácter sectorial y, por otra, las de carácter no sectorial.  Las excepciones, exenciones y exclusiones de carácter sectorial con frecuencia reflejan decisiones históricas, basadas en motivos políticos y económicos que pueden ser específicos del país en cuestión.  Hay sectores que pueden estar total o parcialmente excluidos.  Una distinción conexa es la existente entre, por un lado, las excepciones, exenciones y exclusiones explícitas y, por otro, las implícitas.  Las primeras, por lo general, están incluidas en la legislación o en los reglamentos, mientras que las segundas surgen cuando la aplicación de la legislación en materia de competencia se ve desplazada por regímenes reglamentarios específicos de la rama de producción u otras manifestaciones de dirección o titularidad del Estado.  En ocasiones, el reglamento específico de la rama de producción pertinente establece expresamente que no son aplicables las leyes en materia de competencia.  En otros casos, hay principios o doctrinas de orden jurídico que estipulan que las leyes de aplicación general, como las leyes nacionales en materia de competencia, quedan subordinadas a una legislación más específica."


"En lo que respecta a las excepciones, exenciones y exclusiones no sectoriales, con frecuencia éstas hacen referencia a acuerdos o prácticas comerciales que, aunque sean presuntas o potencialmente anticompetitivas, mejoran la eficacia o fortalecen la competencia en determinadas circunstancias.  Por otro lado, se puede considerar que dichos acuerdos o prácticas tienen repercusiones ambiguas con respecto a la competencia y, por tanto, deberían ser objeto de un análisis caso por caso para determinar si están prohibidos o no.  También pueden darse excepciones, exenciones o exclusiones en relación con empresas propiedad del Estado o con las prácticas comerciales sancionadas o alentadas por los gobiernos."


"Por último, algunos regímenes establecen que las prohibiciones contenidas en la legislación nacional en materia de competencia no son aplicables si la conducta o actividad en cuestión no tiene un efecto "apreciable" sobre la competencia.  En ocasiones se las denomina excepciones "de minimis"."

18. La justificación de las exenciones de la legislación nacional sobre competencia ha sido expuesta con claridad por el Presidente de la Comisión para la Competencia y la Defensa del Consumidor de Australia:


"Un régimen de competencia ha de conjuntarse con otras políticas gubernamentales.  Surgen inevitablemente conflictos entre unas políticas y otras, por lo que es necesario determinar las prioridades sobre la base de una evaluación de los intereses nacionales.  De ahí la necesidad de un mecanismo que prevea excepciones a la aplicación general de un régimen de competencia" (Fels 2001, páginas 3 y 4).

19. La legislación sobre competencia de la Comunidad Europea contiene diversas excepciones y exenciones y constituye un ejemplo pertinente.
  En un discurso pronunciado en 1995
 sobre el alcance y las excepciones de las normas de competencia de la Comunidad Europea, un alto funcionario de la Comisión Europea hizo las siguientes afirmaciones:


"La única excepción sectorial prevista en el Tratado Constitutivo de la CE se refiere a los productos agropecuarios.  Las normas de competencia sólo se aplican a este sector en la medida en que así lo estipule el Consejo por un reglamento específico" (Schaub 1995, página 4).

Y:


"Los Estados pueden invocar también una excepción a las normas de competencia por consideraciones de defensa [seguridad nacional], pero ese caso es muy poco frecuente y está sujeto al escrutinio de la Comisión" (Schaub 1995, página 5).

En lo tocante a las excepciones generales, Schaub señaló:


"En el Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea se especifican una o más excepciones al principio de aplicabilidad universal de las normas sobre competencia a todas las empresas.  El párrafo 2) del artículo 90 estipula que las empresas (públicas o privadas) encargadas de la gestión de servicios de interés económico general o que tengan el carácter de monopolio fiscal quedarán sometidas a las normas sobre competencia, en la medida en que la aplicación de dichas normas no impida, de hecho o de derecho, el cumplimiento de la misión específica a ellas confiada" (página 4).

20. Además, la Comisión Europea está facultada para otorgar excepciones a la prohibición de los cárteles.  En palabras de Schaub (1995):


"La Comisión puede otorgar excepciones individuales con arreglo a las cuatro condiciones estipuladas en el párrafo 3) del artículo 85 del Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea.  El acuerdo en cuestión:


1.
debe contribuir a mejorar la producción o la distribución de los productos o a fomentar el progreso técnico o económico 


2.
debe reservar a los usuarios una participación equitativa en el beneficio resultante


3.
no debe imponer a las empresas interesadas restricciones que no sean indispensables para alcanzar tales objetivos, y 


4.
no debe ofrecer a dichas empresas la posibilidad de eliminar la competencia respecto de una parte sustancial de los productos de que se trate" (página 4).

21. Esa disposición es importante porque demuestra que no es necesario que las jurisdicciones especifiquen todas las excepciones en el momento de la promulgación de la legislación sobre competencia.  Pueden establecerse procedimientos para otorgar y revocar exenciones, excepciones y exclusiones de la legislación nacional sobre competencia.  Esa posibilidad proporciona a los gobiernos nacionales un grado considerable de flexibilidad, que, sin embargo, se presta a abusos.

22. La quinta opción sería la de facultar a un órgano o cargo gubernamental para anular decisiones adoptadas por el organismo de protección de la competencia cuando afecten a las prioridades nacionales de desarrollo.  Esa facultad podría corresponder al gabinete, al jefe del gobierno o un ministro.  Aunque la legislación sobre competencia de algunos países, como Alemania, prevé esa posibilidad en determinadas circunstancias claramente definidas, existe una tendencia inequívoca a eliminar ese mecanismo y fortalecer la independencia de los organismos encargados de aplicar la legislación sobre competencia (OMC 1997;  véase también Anderson y Khosla 1995).

C. Consecuencias de las posibles disposiciones de un marco multilateral sobre competencia para las opciones de política industrial/económica

23. En la presente sección se abordan las consecuencias que para el logro de mejoras de la eficiencia y otros objetivos de política industrial podrían tener las posibles disposiciones de un marco multilateral sobre política de competencia.  Como forma de arrojar luz sobre ese asunto, se examina la cuestión de si las actuales propuestas relativas a un marco multilateral sobre política de competencia tendrían el efecto de limitar el acceso a los cinco enfoques tradicionalmente aplicados a las tensiones potenciales entre la legislación sobre competencia y los objetivos de política industrial, que se examinaron en la sección precedente.

24. Como observación preliminar cabe señalar que por el momento no se ha llegado a un acuerdo en el Grupo de Trabajo en cuanto a los elementos de un marco multilateral sobre política de competencia, en el supuesto de que haya de elaborarse ese marco.  Por consiguiente, para evaluar si un marco multilateral podría limitar la capacidad de los países para lograr mejoras de la eficiencia dinámica u otros objetivos de política industrial, es necesario partir de determinados supuestos sobre el posible contenido de ese marco.  Para esa evaluación, el autor se ha basado en los diversos elementos indicados en el párrafo 25 de la Declaración Ministerial de Doha y en propuestas conexas de los partidarios de un marco multilateral y clarificaciones facilitadas en el Grupo de Trabajo, así como en los resúmenes existentes de esas propuestas.
  Esas fuentes revelan que las propuestas relativas a un marco multilateral sobre política de competencia contienen los siguientes elementos principales:


-
La adhesión de los Miembros de la OMC a una serie de principios fundamentales en materia de competencia.  Éstos incluirían, como mínimo, principios relativos a la transparencia, la no discriminación y la equidad procesal en la aplicación de la legislación y/o la política de competencia.


-
Un compromiso paralelo de adoptar medidas contra los cárteles intrínsecamente nocivos.


-
El desarrollo de modalidades de cooperación entre los Estados Miembros respecto de las cuestiones de política de competencia.  Las modalidades propuestas podrían abarcar la cooperación sobre la legislación nacional, el intercambio de experiencias nacionales por parte de las autoridades encargadas de la competencia, y aspectos referentes a la aplicación.  Las comunicaciones de la mayoría de los Miembros sobre este punto (aparte de la formulación del párrafo 25 de la Declaración Ministerial de Doha) sugieren que las modalidades propuestas serían de carácter voluntario.


-
Un compromiso de apoyo permanente para la creación o el fortalecimiento de instituciones encargadas de la competencia en los países en desarrollo mediante la mejora de la asistencia técnica y de la creación de capacidad, en el marco de la OMC pero en cooperación con otras organizaciones interesadas y los con gobiernos nacionales.

Cabe destacar que, según los partidarios de un marco multilateral, los elementos indicados anteriormente no pretenden la "armonización" internacional de la legislación sobre competencia, en el sentido de tratar de garantizar la adopción de enfoques uniformes para la legislación y la política de competencia a nivel nacional.

25. Hay que señalar que las conclusiones siguientes sobre las consecuencias para las opciones de política industrial y económica quizás hayan de matizarse o revisarse en la medida en que el contenido de un eventual marco difiera de los elementos indicados supra.

26. Teniendo eso presente, y centrando el examen en la cuestión de si un marco afectaría a la disponibilidad de los diversos instrumentos mencionados que se pueden utilizar para gestionar las tensiones potenciales entre la política de competencia y la política industrial, parecen de interés los siguientes interrogantes.

27. Ante todo, es importante plantear la pregunta de si un marco multilateral sobre política de competencia se aplicaría a las medidas oficiales que restringen la competencia, o si dicho marco se centraría en los actos anticompetitivos de las empresas y su trato en el marco de las legislaciones nacionales en materia de competencia.  A ese respecto, las propuestas pertinentes de los Miembros indican claramente que el objetivo principal son las prácticas anticompetitivas privadas, en particular los cárteles intrínsecamente nocivos.  Respecto de la segunda cuestión señalada, la comunicación de la Comunidad Europea y sus Estados miembros (CE) sobre los principios fundamentales se centra en las consecuencias de las posibles disposiciones desde el punto de vista de la legislación sobre competencia, y no de la política industrial en general.  En el caso de la disposición propuesta sobre no discriminación, la CE señala que:


"Dicho de otra manera, el tema en cuestión sería el tratamiento concedido a las empresas de conformidad con las condiciones de la legislación interna en materia de competencia propiamente dicha, y no el tratamiento concedido a las empresas en virtud de otra serie de políticas" (CE 2002, párrafo 12).

28. Además, en el contexto concreto del trato nacional, la CE ha indicado que:


"No proponemos que un acuerdo sobre la competencia deba intentar introducir una norma absoluta de trato nacional que haya de aplicarse a cualquier forma de ley o reglamento estatal" (CE 2002, página 4).

29. Esta cuestión podría clarificarse ulteriormente en relación con las posibles disposiciones sobre equidad procesal y transparencia.  Si esas disposiciones han de tener el mismo alcance que las de no discriminación, la mayoría, si no la totalidad, de los instrumentos de política industrial (es decir, los consistentes en medidas de las autoridades públicas no comprendidas en el ámbito de la legislación sobre competencia) no se verán limitados por un marco multilateral sobre competencia.

30. Además, en el Grupo de Trabajo se ha observado que los acuerdos intergubernamentales o interestatales no estarían abarcados por un acuerdo de la OMC sobre política de competencia, cuyo objetivo serían las prácticas anticompetitivas de las empresas.  Esa observación tenía al parecer por objeto confirmar que la adopción de un marco multilateral no afectaría a acuerdos tales como la OPEP.
  En apoyo de esa interpretación se ha señalado también en el Grupo de Trabajo que en el Conjunto de principios y normas equitativos multilateralmente acordados adoptado por las Naciones Unidas había una cláusula específica (el párrafo 9 de la sección B), que establecía claramente la no aplicación del Conjunto a los acuerdos intergubernamentales y a las prácticas comerciales restrictivas a que dichos acuerdos dieran lugar.

31. En relación con el segundo instrumento, es decir, la definición por los Miembros de los objetivos de sus políticas de competencia nacionales, no se ha formulado ninguna propuesta de limitar los objetivos que se podrían incorporar a las leyes nacionales pertinentes.  El siguiente pasaje del informe anual de 2002 del Grupo de Trabajo lo pone igualmente de manifiesto:


"los proponentes también afirmaron su convicción de que el marco multilateral propuesto podía y debía preservar un "espacio de política" suficiente para que los países en desarrollo aplicaran las políticas económicas y sociales que estimaban necesarias para su propio desarrollo.  Era perfectamente legítimo que un gobierno juzgara que había objetivos de política más importantes que la necesidad de proteger la competencia" (OMC 2002e, página 15).

32. En relación con el tercero de los instrumentos para gestionar las posibles tensiones entre las políticas de competencia y las políticas industriales que se han examinado en la sección anterior, es decir, la posibilidad de adaptar la aplicación de la legislación sobre competencia teniendo en cuenta las posibles consecuencias para la innovación y la eficiencia dinámica, cabe preguntarse cómo influiría un marco multilateral en los factores que pueden tenerse en cuenta al aplicar la legislación sobre competencia.  En particular, ¿impediría ese marco a los Miembros tener en cuenta, al aplicar sus leyes sobre competencia, consideraciones y factores dinámicos a largo plazo?

33. En respuesta a esa pregunta, no parece haber nada en las propuestas que excluya la posibilidad de adaptar la aplicación de la legislación sobre competencia al objetivo de promover la innovación y la mejora de la eficiencia dinámica.  Como ya se ha indicado, las propuestas no pretenden limitar los criterios que han de tenerse en cuenta al aplicar la legislación nacional sobre competencia.  Además, nada impide en principio redactar las posibles disposiciones sobre los principios básicos de tal manera que se autorice a tener en cuenta, al aplicar las leyes sobre competencia, factores no económicos y consideraciones a corto y a largo plazo.

34. En relación con el cuarto instrumento, es decir, la posibilidad de aplicar las excepciones, exenciones y exclusiones oportunas, resulta pertinente el siguiente fragmento del informe anual del Grupo de Trabajo correspondiente a 2002:


"Con respecto a la pertinencia de las excepciones y/o exenciones de la aplicación de las legislaciones nacionales de competencia y/o de un marco multilateral como instrumento para la gestión de cualquier conflicto con las políticas industriales nacionales, se expresó la opinión de que, dada la diversidad de fases y pautas de desarrollo económico existente entre los Miembros, debía conferirse flexibilidad suficiente a cualquier marco posible, a fin de permitir su aplicación práctica entre todos los Miembros de la OMC.  En un marco multilateral sobre competencia tenía que preverse la posibilidad de exenciones o exclusiones apropiadas en dos aspectos.  En primer lugar, muchos Miembros -entre ellos países menos adelantados y otros países en desarrollo, pero también algunos países industrializados- deseaban conceder, en sus legislaciones sobre la materia, mayor flexibilidad a las empresas pequeñas y medianas que a otras empresas.  El marco propuesto debía permitir ese tipo de flexibilidad.  En segundo lugar, como ya se había indicado, los intereses nacionales podían salvaguardarse simplemente previendo la exclusión de sectores económicos sensibles de todas las disposiciones sustantivas de un marco multilateral, o sólo de algunos principios fundamentales.  La previsión de exenciones y excepciones proporcionaría mayor flexibilidad a los Miembros de la OMC para alcanzar otros objetivos nacionales tales como el desarrollo industrial y económico.  No obstante, las excepciones y exenciones debían estar sujetas a procedimientos de transparencia suficientes, a fin de que las empresas que comerciaran con un Miembro o invirtieran en la economía de un Miembro supieran en qué situación se encontraban.  También se sugirió que la posibilidad de aplicar exenciones no se redujera gradualmente a lo largo del tiempo, o que estuviera sujeta a un examen periódico" (OMC 2002e, páginas 18 y 19).

35. Además, uno de los principales partidarios de un marco multilateral ha reconocido la importancia de esta cuestión y propuesto que se adopte al respecto un enfoque flexible.  En efecto, la delegación de la Comunidad Europea y sus Estados miembros considera que:


"La cuestión de las exclusiones y exenciones sectoriales del alcance y aplicación de la legislación sobre la competencia tiene mucha importancia desde el punto de vista de la competencia y el comercio.  Al mismo tiempo, hay que reconocer que es una cuestión muy delicada y compleja entre los países en desarrollo y algunos miembros de la OCDE, incluida la CE.  Algunos países han manifestado que, para obtener consenso en la introducción de legislación sobre la competencia, ha sido necesario introducir algunas exclusiones y exenciones sectoriales, pero que éstas se han limitado posteriormente a lo largo del tiempo.  Al analizar la evolución reciente, la tendencia ha sido claramente eliminar esas exclusiones o definirlas de manera cada vez más restringida.  Sugerimos que un planteamiento flexible sería centrarse en esta etapa en la cuestión esencial de la transparencia y su aplicación a las exclusiones y exenciones sectoriales, así como su examen en el transcurso del tiempo.  Por ejemplo, el Grupo de Trabajo también podría examinar de manera provechosa la experiencia de los Miembros de la OMC que han eliminado gradualmente exenciones y exclusiones (incluidas las razones y el calendario de dicha eliminación gradual), así como los procedimientos internos utilizados para promulgar esas exenciones y exclusiones" (CE 2002b, páginas 6 y 7).

36. En cuanto al quinto instrumento para la gestión de las posibles tensiones entre los objetivos de las políticas nacionales de competencia y los de las políticas industriales, es decir, la posibilidad de anulación ministerial de disposiciones o mecanismos similares, no hay ningún elemento de las propuestas planteadas que aborde concretamente esa cuestión.  Como ya se ha señalado, en el informe anual de 2002 del Grupo de Trabajo se señala que algunos proponentes de un marco multilateral han sostenido que puede haber otros objetivos nacionales más acuciantes que el de proteger la competencia.  Quizás conviniera clarificar si las disposiciones relativas a los principios fundamentales se aplicarían tanto al organismo directamente responsable de la aplicación de las disposiciones nacionales sobre competencia como al órgano estatal facultado para anular las decisiones de esa entidad.

37. En el examen que antecede se ha destacado que en las propuestas presentadas en relación con un posible marco multilateral sobre política de competencia se mantiene el acceso a los cinco instrumentos a los que han recurrido tradicionalmente los gobiernos para hacer frente a las tensiones potenciales entre la aplicación de la legislación sobre competencia y el logro de mejoras de la eficiencia dinámica u otros objetivos de desarrollo.  Como se ha aclarado, las propuestas planteadas no dificultarían el logro de mejoras de la eficiencia dinámica por las economías en desarrollo, y podrían contribuir a facilitarla, en la medida en que reforzaran y alentaran la aplicación adecuada de la legislación sobre competencia en esas economías.  Además, se ha arrojado luz sobre dos cuestiones conexas que se han planteado en el Grupo de Trabajo sobre la Interacción entre Comercio y Política de Competencia:  i) la posibilidad de que los gobiernos apliquen las disposiciones de la legislación sobre competencia relativas a las fusiones en forma discriminatoria contra las empresas extranjeras (o en forma favorable a las empresas nacionales);  y ii) la posibilidad de que las empresas concierten acuerdos con otras empresas que (a diferencia de los cárteles intrínsecamente nocivos) propicien el logro de mejoras de la eficiencia y otros beneficios, como la promoción de las exportaciones.

38. En lo que respecta a la posibilidad de que los países discriminen en favor de las fusiones en que intervengan empresas nacionales (o discriminen en contra de la adquisición de empresas nacionales por extranjeros), cabe señalar que, independientemente de las ventajas o desventajas de esa política, la incorporación directa de una norma expresamente discriminatoria a la legislación nacional sobre competencia podría plantear problemas en relación con el principio fundamental de trato nacional.  Sin embargo, y en función del texto de cualquier eventual acuerdo, puede lograrse el mismo resultado si:  i) se aplica esa política con arreglo a la legislación relativa a la inversión extranjera en lugar de la legislación sobre competencia; y/o ii) se aplica esa política mediante una excepción o disposición derogatoria incorporada a la legislación sobre competencia de manera compatible con los términos de un marco multilateral.  Parece ser que algunos Miembros han aplicado o pueden aplicar políticas con esos efectos discriminatorios en el marco de la política de inversiones, que en principio no está comprendida en el ámbito de aplicación de la legislación sobre competencia.

39. En relación con las mejoras potenciales de la eficiencia u otros beneficios resultantes de los acuerdos entre empresas (por ejemplo, acuerdos relativos a las empresas conjuntas que favorezcan la competencia), en los debates del Grupo de Trabajo se ha planteado la cuestión de si la capacidad de las empresas para concertar esos acuerdos podría verse limitada por un posible marco multilateral, en particular por las disposiciones propuestas sobre los cárteles intrínsecamente nocivos (OMC 2002e, página 21).  La respuesta a esta pregunta dependerá de la forma en que se redacte la disposición sobre los cárteles intrínsecamente nocivos en un marco multilateral.  A ese respecto, en las propuestas de disposiciones sobre los cárteles intrínsecamente nocivos presentadas hasta el momento no se ha especificado que los Miembros tendrían que adoptar a este respecto un criterio per se en vez de un criterio de razonabilidad.  Asimismo, el enfoque adoptado en la Recomendación del Consejo de la OCDE sobre medidas eficaces contra los cárteles intrínsecamente nocivos, a la que se ha hecho referencia a menudo en las deliberaciones pertinentes del Grupo de Trabajo, define los cárteles intrínsecamente nocivos de manera que quedan excluidos de esa categoría, por ejemplo, los acuerdos que dan lugar a la obtención legítima de mejoras de la eficiencia en forma de reducciones de costos (OCDE 1998, citada también en CE 2002, página 6).  También parece importante respecto de esta cuestión, como se ha destacado en las propuestas de los Miembros favorables a la elaboración de un marco multilateral, la capacidad de aplicar según proceda excepciones, exenciones o exclusiones de las prohibiciones generales correspondientes incluidas en la legislación nacional sobre competencia.  Por consiguiente, parece que el marco multilateral sobre política de competencia, y particularmente los compromisos sobre cárteles intrínsecamente nocivos propuestos como elemento de un marco de esa índole, no pretenden ni necesitan reducir la capacidad de los países de permitir la conclusión de acuerdos que se traduzcan en auténticas mejoras de la eficacia o en otros beneficios públicos.

II. Consecuencias en materia de recursos de la adopción de un marco multilateral sobre política de competencia

40. En esta parte del estudio se examinan las diferentes consecuencias en materia de recursos que tendría la adopción de un marco multilateral sobre política de competencia, así como el posible alcance de esas consecuencias.  Conviene recordar que, como se indicó en la parte I, las propuestas planteadas en relación con ese marco constan de los siguientes elementos:


-
La adhesión de los Miembros de la OMC a una serie de principios fundamentales en materia de competencia, como los de transparencia, no discriminación y equidad procesal en la aplicación de la legislación y/o la política de competencia.


-
Un compromiso paralelo de adoptar medidas contra los cárteles intrínsecamente nocivos.


-
El desarrollo de modalidades de cooperación entre los Estados Miembros respecto de las cuestiones de política de competencia.  Se trataría de mecanismos voluntarios
, que podrían abarcar la cooperación sobre la legislación nacional, el intercambio de experiencias nacionales por parte de las autoridades encargadas de la competencia, y aspectos referentes a la aplicación.


-
Un compromiso de apoyo permanente para la creación y el fortalecimiento de instituciones encargadas de la competencia en los países en desarrollo mediante la mejora de la asistencia técnica y la creación de capacidad, en el marco de la OMC pero en cooperación con otras organizaciones interesadas y los con gobiernos nacionales.

41. En OMC (2002a,b,c,d y e) se enumeran, y en algunos casos se describen, las contribuciones de distintos Miembros de la OMC sobre los posibles elementos de un marco multilateral, que ofrecen una ampliación útil de los puntos precedentes.  En los apéndices II.A-D del presente estudio figura una lista de las comunicaciones de los Miembros de la OMC al Grupo de Trabajo sobre cada uno de los puntos descritos supra.

42. Antes de examinar los recursos que exigiría la adopción de cada una de esas disposiciones, conviene formular algunas consideraciones generales.

43. En primer lugar, según el informe anual de 2002 del Grupo de Trabajo, la adopción de esas disposiciones no requeriría necesariamente la promulgación de una ley de competencia de carácter exhaustivo, que contuviera normas sobre esferas sustantivas diferentes de la de los cárteles intrínsecamente nocivos.  A este respecto, en el informe anual se señala que los partidarios de un marco multilateral sobre competencia han afirmado lo siguiente:


"… la idea de que todos los Miembros de la OMC debían tener una ley sobre competencia no significaba que la misma tuviera que abarcar todos los tipos de conducta anticompetitiva;  la única práctica que debía abordarse de alguna forma era la de los cárteles intrínsecamente nocivos, de ser posible tanto nacionales como internacionales" (OMC 2002e, párrafo 79).

44. De ahí que los costos de adoptar las disposiciones propuestas de un marco multilateral sobre política de competencia sean en principio menores que los gastos efectivos de los organismos encargados de la competencia que aplican muchos tipos diferentes de disposiciones sobre competencia.  Convendría tener presente ese punto al interpretar niveles de gasto público en los organismos encargados de la competencia.

45. En segundo lugar, los partidarios de un marco multilateral han indicado que la aplicación de las disposiciones propuestas no requeriría necesariamente el establecimiento de un órgano gubernamental encargado específicamente de administrar la legislación nacional sobre competencia.  En el informe anual de 2002 del Grupo de Trabajo se señala que:


"No era estrictamente necesario crear un órgano administrativo denominado autoridad de la competencia, bastaba con definir una capacidad de observancia, suficientemente dotada" (OMC 2002e, párrafo 79).

Asimismo, en el Grupo de Trabajo de la OMC, los partidarios de un marco multilateral han mencionado expresamente la posibilidad de que los requisitos del marco multilateral puedan satisfacerse mediante leyes y órganos regionales en lugar de nacionales

46. El interés de la observación anterior reside en que un gobierno puede decidir encomendar la aplicación de las disposiciones nacionales sobre competencia a un organismo estatal existente que cuente ya con parte, o aun la totalidad, de los conocimientos necesarios.  Por ejemplo, un organismo de regulación sectorial con probada capacidad de investigación y de análisis de los mercados podría asumir la responsabilidad de aplicar la legislación sobre competencia.  Esa posibilidad es potencialmente importante, pues la ampliación de un organismo gubernamental existente suele resultar menos costosa que el establecimiento de una entidad totalmente nueva.  Si la plantilla del organismo existente está infrautilizada y cuenta con algunos de los conocimientos necesarios para aplicar las disposiciones sobre competencia, el costo de la ampliación puede resultar todavía menor.  Por supuesto, la pertinencia de esas consideraciones variará de una jurisdicción a otra.

47. La tercera observación general es la de que los partidarios de un marco multilateral sobre política de competencia han aclarado que no proponen que los Miembros de la OMC apliquen un enfoque uniforme o armonizado a la legislación sobre competencia.  Como lo expresó uno de los proponentes:


"… el acuerdo marco no exigiría la armonización de las legislaciones nacionales en materia de competencia" (CE 2002b, párrafo 2).

48. Esa observación es importante, especialmente teniendo en cuenta que el número de jurisdicciones que han promulgado alguna forma de legislación sobre competencia se ha doblado desde 1985 (véase el cuadro II.T1).  Para el presente estudio tiene especial interés el hecho de que a finales del decenio de 1990 hubiera al menos 15 países en desarrollo que aplicaban sus leyes anticártel.
  De hecho, el monto de los recursos utilizados para ello por esas economías en desarrollo constituye para otras economías en desarrollo una indicación más precisa de los costos de la adhesión a un marco multilateral que los gastos presupuestarios destinados a los organismos encargados de la competencia en jurisdicciones industriales, como la UE y los Estados Unidos.

Cuadro II.T1:
Desde 1985 se ha doblado el número de jurisdicciones con leyes sobre competencia

Años
Número de jurisdicciones que promulgaron por primera vez una ley sobre competencia

1985-1990
8

1991-1995
25

1996-2000
16

Total 1985-2000
49

Nota:
Sin contar a la Unión Europea, en 2001 se tenía constancia de 80 jurisdicciones en las que existía algún tipo de legislación en materia de competencia.

Fuente:  White & Case (2001).

49. La cuarta observación general es la de que hay grandes diferencias entre unas naciones y otras en lo que respecta no sólo a la promulgación de leyes sobre competencia, sino también al grado de aplicación de esas leyes.  Eso significa que el coste en recursos de la adhesión a las disposiciones de un marco multilateral dependerá probablemente en medida considerable de las circunstancias concretas de cada país.  Además de en sus experiencias en cuanto a la promulgación y aplicación de leyes sobre competencia, naciones que se encuentran en el mismo estadio de desarrollo pueden diferir en los costes de la mano de obra cualificada.

50. De las dos últimas observaciones se desprende que no se puede generalizar sobre el coste en recursos de la adhesión a un marco multilateral sobre la competencia.  Las afirmaciones generales sobre los costes potenciales de aplicación en distintos tipos de economías deben ser acogidas con considerable escepticismo.

51. La última observación general es la de que resulta engañoso calcular los costes de la adopción de un marco multilateral sobre competencia independientemente de las ventajas potenciales que reportaría.  No se trata sólo de que una evaluación cabal debe tomar en consideración ambos factores, sino también de que los costes en que se incurra determinarán en gran medida la magnitud de las ventajas que se deriven del marco multilateral.

52. Por ejemplo, una vez establecida una reputación de actuación firme contra los cárteles, el costo anual recurrente de la aplicación puede resultar menor que la aplicación de una ley anticártel con elementos disuasorios modestos, aunque sólo sea porque en la primera situación el número de casos planteados será probablemente menor.  Además, la disuasión más determinante reducirá los daños que causen a los consumidores los cárteles que a pesar de todo se formen.
  Paradójicamente, un régimen de aplicación más suave puede terminar por exigir a largo plazo que se dediquen más recursos estatales a investigaciones sobre cárteles, además de entrañar mayores perjuicios para los consumidores como consecuencia del mayor número de cárteles.

53. En otras situaciones puede ocurrir que los costes de aplicación de determinadas disposiciones de un marco multilateral sobre política de competencia sean elevados precisamente porque los beneficios son importantes.  Dado el carácter voluntario de casi todos los mecanismos de cooperación entre organismos encargados de la competencia, los funcionarios responsables sólo asumirán los gastos que entraña la cooperación si con ello si las ventajas de hacerlo son superiores a los costes.  También esto pone de manifiesto los peligros de examinar los costes de un marco multilateral sin tener en cuenta los correspondientes beneficios.

54. En el resto de la presente sección se examinan los costes en recursos de la adopción de diferentes disposiciones de un posible marco multilateral sobre competencia.

B. Propuestas relativas a los principios fundamentales

55. La presente subsección trata a su vez de las propuestas actualmente planteadas respecto de la transparencia, la no discriminación y la equidad procesal.

6. Propuestas relativas a la transparencia

56. En el informe anual de 2002 del Grupo de Trabajo se describen como sigue los posibles elementos de una disposición sobre transparencia:


"En la esfera de la política de competencia, el compromiso en materia de transparencia se aplicaría a las leyes, los reglamentos y las directrices de aplicación general.  Los Miembros de la OMC tendrían la obligación de asegurarse de que esas leyes, reglamentos y directrices se publicaran en forma completa y oportuna.  Dicha publicación podría realizarse en una gaceta o diario oficial o un órgano similar o quizá en un sitio de la red accesible al público" (OMC 2002e, párrafo 17).

57. En ese mismo documento se señala que:


"Otro aspecto de la transparencia sería la obligación de los Miembros de la OMC de notificar a la Organización sus leyes, reglamentos y directrices y sus exclusiones y exenciones sectoriales."

58. En relación con el alcance y ámbito de aplicación de una disposición sobre transparencia, se plantea la cuestión de si tendrían que comunicarse a la OMC todas las decisiones de aplicación en materia de competencia que puedan constituir un precedente.  En el informe anual de 2002 del Grupo de Trabajo se señala que:


"En lo relativo al posible criterio de si una decisión sobre un caso determinado tenía valor de precedente, por lo menos en las jurisdicciones en las que se aplicaba el derecho consuetudinario, se dijo que esta categoría de decisiones era sumamente amplia porque todas las decisiones de organismos y tribunales -por lo menos, las que se hacían públicas- podían constituir un precedente.  Por consiguiente, con arreglo a este criterio, cualquier decisión de los tribunales de los Estados Unidos -no sólo en los asuntos iniciados por la administración sino también en los incoados por partes privadas- podía quedar sujeta a la obligación de notificación.  La obligación de hacer públicas y notificar las políticas y decisiones no adoptadas expresamente como "legislación sobre competencia" pero que, no obstante, influían de hecho en la competencia también podía resultar gravosa" (OMC 2002e, párrafo 19).

59. El evaluar las necesidades de recursos que entrañaría una disposición sobre transparencia, se supondrá que esa disposición se aplicaría a todas las leyes sobre competencia que haya promulgado un país.  En el caso de países que no cuentan todavía con legislación sobre competencia, suponiendo que la adopción de un marco multilateral sobre política de competencia dé lugar a la promulgación de (por lo menos) una ley sobre cárteles intrínsecamente nocivos, la disposición sobre transparencia se aplicará a cuantas leyes sobre competencia se promulguen subsiguientemente.

60. Los gastos adicionales que supondrá para un Miembro de la OMC la publicación de las leyes, los reglamentos y las directrices administrativas pertinentes, así como la notificación mencionada en la primera cita supra dependerán de cuál sea su práctica actual.  En los Miembros en los que la publicación de las leyes, los reglamentos y las directrices administrativas constituya la norma, el único gasto relacionado con la transparencia será el de notificación a la OMC.  En otros casos, a los gastos de notificación a la OMC habrán de añadirse los de publicación.

61. Sería un error creer que las consecuencias en materia de recursos que se derivarían de una disposición sobre transparencia afectarían sólo a los costos, especialmente en las economías en las que no es habitual la actividad normativa gubernamental no es por lo general transparente.  Cabe destacar los siguientes cinco efectos de la mejora de la transparencia en la aplicación de la legislación sobre competencia:


-
La mejora de la transparencia reduce las incertidumbre respecto del proceso de adopción de decisiones oficiales, facilitando así la planificación empresarial y el cumplimiento voluntario de la ley.  Por lo tanto, puede reducir incluso la necesidad de aplicar costosos procedimientos de aplicación.


-
La mejora de la transparencia mitiga las prácticas de gestión pública deficientes, que pueden drenar la iniciativa y los recursos del sector privado.


-
La mejora de la transparencia puede reducir las probabilidades de discriminación contra cualquier tipo de empresas, ya que por lo general se da publicidad a las medidas y decisiones oficiales.


-
La mejora de la transparencia propicia la equidad procesal.


-
La mejora de la transparencia por parte de un organismo encargado de la competencia contribuye a promover la confianza en los organismos de otras jurisdicciones con funciones análogas, facilitando así la cooperación voluntaria.

62. Como se desprende claramente de la lista, la mejora de la transparencia complementa los objetivos de otras posibles disposiciones de un marco multilateral sobre política de competencia.

63. En las jurisdicciones en las que puede recurrirse ante los tribunales contra las decisiones de los organismos encargados de la competencia, en la medida en que la mejora de la transparencia reduce el número de irregularidades procesales contra las que puede recurrirse posteriormente en un procedimiento judicial, el consiguiente ahorro de recursos se traduce en una reducción del gasto público.  Sería, pues, un error centrarse exclusivamente en los costos adicionales para el gobierno que entraña la mejora de la transparencia.

64. Para evaluar adecuadamente las consecuencias en materia de recursos de una disposición sobre transparencia, los cinco efectos positivos esbozados supra deben compararse con los gastos públicos adicionales.  Sin embargo, en los países en los que la publicación de las leyes y otras disposiciones sea la práctica habitual, el cálculo se limitaría básicamente al costo de la notificación de materiales a la OMC.

7. Propuestas relativas a la no discriminación

65. En la parte I de este estudio se hizo una distinción entre la discriminación de jure en la legislación sobre competencia y la discriminación de facto en la aplicación de dicha legislación (véase el párrafo 64).  Asimismo, se señaló (en el párrafo 158) que los partidarios de un marco multilateral sólo consideran las disciplinas sobre la discriminación de jure y han excluido explícitamente las disposiciones que requieren la no discriminación de facto para aplicar la legislación sobre competencia.  Con ello no se pretende sugerir que estas últimas no son deseables, sino únicamente delimitar qué cuestiones son pertinentes a los efectos del presente documento.

66. En cuanto a las consecuencias en materia de recursos de las propuestas de prohibición de la discriminación de jure, no está claro que un Miembro de la OMC que no tenga disposiciones discriminatorias en su legislación sobre competencia incurriría en gastos adicionales.

67. En el caso de un Miembro de la OMC cuya legislación sobre competencia sea discriminatoria, la adopción de las propuestas de no discriminación planteadas requeriría la derogación de las secciones pertinentes de esa legislación, y posiblemente su sustitución por otras disposiciones, lo que puede implicar algunos gastos para el Miembro.  Además, en la medida en que los cambios introducidos en su legislación sobre competencia conlleven cambios en la manera de aplicar dicha legislación, esa transición puede generar gastos.  Sin embargo, es bastante posible que ese Miembro de la OMC pase de tener dos procedimientos distintos de aplicación de una determinada ley sobre competencia (uno para empresas nacionales y otro para casos en que están implicadas empresas extranjeras) a tener un procedimiento único cuya aplicación, en cambio, sea menos costosa.  Por tanto, parece injustificado generalizar sobre el costo que tendría que eliminar, con arreglo a las actuales propuestas de un marco multilateral sobre política de competencia, las disposiciones sobre no discriminación de la legislación sobre competencia.

8. Propuestas relativas a la equidad procesal

68. La pertinencia de la equidad procesal y los posibles componentes de una disposición al respecto se describieron como sigue en el informe anual de 2002 del Grupo de Trabajo:


"Con respecto al principio de la equidad procesal, se manifestó la opinión de que un rasgo común de todos los regímenes eficaces de política de competencia era que incluían garantías de reconocimiento y respeto de los derechos de las partes frente a las decisiones desfavorables y a las sanciones.  Tales garantías podían variar tanto en su contenido como en su forma, ya que reflejaban los instrumentos del sistema jurídico y las tradiciones que habían generado el régimen de competencia.  Eran de interés en este aspecto cuatro categorías generales de garantías.  En primer lugar, debía haber garantías relativas al acceso al sistema.  Esto podía entrañar, por ejemplo, el derecho de las empresas a tomar conocimiento de que la autoridad de defensa de la competencia había iniciado una investigación oficial contra ellas, y en qué consistían las objeciones de esa autoridad a su conducta.  Una segunda garantía fundamental estaba relacionada con la defensa de las empresas afectadas.  Éstas debían tener oportunidad y tiempo suficientes para hacer conocer sus opiniones a la autoridad por escrito o mediante la participación en audiencias, para presentar pruebas o documentos y para producir prueba testimonial que corroborara su descripción de los hechos.  Este tipo de garantía incluiría normalmente algún derecho de acceso al expediente formado por la autoridad.  Una tercera garantía era el reconocimiento del derecho de las empresas intervinientes en procedimientos relativos a la competencia a obtener el reexamen de las decisiones que las afectaran por un órgano judicial independiente.  Por último, también debía garantizarse la protección de la información confidencial, incluidos los secretos comerciales.  No era menester que estas garantías básicas estuviesen armonizadas en todos los regímenes, pero las mismas debían describirse en un futuro acuerdo con cierta claridad.  Según otra opinión, podían identificarse cuatro conceptos generales que probablemente promoverían la equidad, a saber:  i) el derecho de acceso y de petición a la autoridad de defensa de la competencia;  ii) el derecho de una empresa sometida a investigación a conocer el fundamento de una objeción de la autoridad antimonopolio antes de que esa autoridad adoptara una medida, y el derecho de responder a esa objeción;  iii) el derecho de apelar contra una decisión del organismo, y iv) la realización de los actos en tiempo oportuno" (OMC 2002e, página 14).

69. El costo en recursos adicionales de una disposición sobre equidad procesal dependerán en medida importante de si el ordenamiento jurídico vigente de cada miembro de la OMC y sus prácticas en cuanto a la aplicación de las disposiciones sobre competencia cumplen los criterios descritos supra.  En tal caso, no es probable que se planteen necesidades importantes de recursos.  El resto de la presente sección se dedicará a examinar la situación de los Miembros de la OMC que no cuentan con las instituciones y prácticas necesarias para aplicar debidamente la disposición esbozada.

70. En lo que se refiere a las garantías de acceso al sistema jurídico y al derecho de defensa, pueden surgir costos adicionales relacionados con la notificación a las partes afectadas y con el establecimiento de los mecanismos necesarios para que esas partes puedan presentar información y comunicaciones al organismo de aplicación.  No parece, sin embargo, que se imponga el requisito de que el organismo de aplicación tramite, lea, analice o conteste las comunicaciones de las empresas, lo que permite economizar tiempo del personal, y por ende reducir el costo en recursos.  Esas dos garantías pueden entrañar en algunos casos un aumento del tiempo necesario para adoptar la decisión correspondiente, lo que puede redundar a su vez en mayores gastos.  Cabe comparar esos efectos con las ventajas que para los organismos de aplicación supone la posibilidad de recibir comunicaciones de todas las partes interesadas pertinentes.

71. En lo que se refiere al derecho de apelación, conviene observar que en los Acuerdos de la OMC se ha adoptado al respecto un enfoque práctico y se han tenido en cuenta las diferencias entre las culturas y sistemas jurídicos de las distintas jurisdicciones.  Los partidarios de un marco multilateral en materia de competencia han abogado por la adopción también en este contexto de un enfoque práctico similar (OMC 2002e, página 14).

72. Cabe argumentar que la equidad procesal es uno de los requisitos previos para lograr un entorno empresarial estable y previsible.  Por ejemplo, es difícil que las empresas nacionales y extranjeras puedan planificar con confianza y seguridad sus operaciones si sospechan que no se protegerá la información confidencial reunida durante un procedimiento.  La falta de equidad procesal afecta a la inversión y acorta inevitablemente el horizonte de planificación.

73. En resumen, muchas jurisdicciones garantizan la equidad procesal.  Es muy probable que los ordenamientos jurídicos de la mayoría de las naciones cumplan ya, por lo menos sobre el papel, los requisitos de una posible disposición relativa a la equidad procesal en un marco multilateral sobre política de competencia.  En los demás casos, hay razones de peso para instaurar la equidad procesal independientemente de que se haya de aplicar o no un marco multilateral sobre política de competencia.

9. Propuestas relativas al trato especial y diferenciado

74. Aparte de los anteriores elementos mencionados de forma explícita en las propuestas de los proponentes y en el párrafo 25 de la Declaración Ministerial de Doha (es decir, transparencia, no discriminación y equidad procesal), algunos Miembros de la OMC han solicitado la inclusión, como otro principio fundamental de un marco multilateral, del principio de trato especial y diferenciado.  Esta propuesta parece motivada por dos preocupaciones:  en primer lugar, que los países en desarrollo se enfrentan a situaciones distintas que otros Miembros de la OMC y, por tanto, pueden ser menos capaces de asumir el costo en recursos asociado a un marco multilateral propuesto y; en segundo lugar, que la adopción de principios fundamentales no debería en ningún modo ir en detrimento del objetivo de fomentar el desarrollo económico de los países más pobres.

75. Es importante señalar que no parece haber una opinión común o generalmente aceptada sobre la manera en que el trato especial y diferenciado puede modificar la aplicación de principios fundamentales en un posible marco multilateral sobre política de competencia.
  En efecto, nuevos debates en el Grupo de Trabajo podrían aclarar el significado exacto de ese trato a la hora de aplicar las posibles disposiciones relativas a los principios fundamentales.  A los efectos de la presente sección, la cuestión principal es saber qué efecto puede tener el trato especial y diferenciado sobre el costo en recursos de la adopción de disposiciones relativas a los principios fundamentales en un marco multilateral.

76. En la medida en que, en este contexto, el trato especial y diferenciado significa que los países en desarrollo pueden no estar obligados a adoptar una disposición específica relativa a los principios fundamentales, un país en desarrollo no tendría que hacer frente a los costos fiscales derivados de la aplicación de un principio fundamental determinado.  No obstante, es probable que en ese caso tampoco obtendría los correspondientes beneficios.  Por ejemplo, puede que el hecho de no aplicar un régimen transparente de competencia conlleve un ahorro fiscal, pero tampoco se obtendrían los cinco efectos beneficiosos descritos en el párrafo 191.  Esto pone de relieve que cada principio fundamental propuesto implica beneficios y gastos;  por consiguiente, las disposiciones sobre trato especial y diferenciado que permitan a un Miembro de la OMC abstenerse de aplicar un principio fundamental determinado implicarían su renuncia a los correspondientes beneficios y gastos asociados al principio en cuestión.

77. Conviene señalar que es poco probable que una disposición relativa al trato especial y diferenciado en la aplicación de los principios fundamentales afecte a los recursos de una economía en desarrollo cuyas leyes sobre competencia no contengan cláusulas discriminatorias y ya se apliquen de manera transparente y justa desde el punto de vista procesal.

C. Propuestas relativas a los cárteles intrínsecamente nocivos
78. Los proponentes de disposiciones sobre los cárteles intrínsecamente nocivos piden a los Miembros de la OMC que estudien la posibilidad de adoptar una prohibición de esos cárteles, apoyada por legislación nacional que se aplique con eficacia y por disposiciones de aplicación que alienten la cooperación voluntaria entre los organismos encargados de la competencia para facilitar las investigaciones sobre los cárteles.

79. Además de los recursos necesarios para la redacción y promulgación de una ley anticártel, también entraña costos en recursos la aplicación de la ley.  La magnitud de estos últimos depende en principio de factores tales como:


-
El alcance de la ley anticártel, que depende a su vez:



a)
De los tipos de prácticas proscritas



b)
De las entidades abarcadas por la ley



c)
De los sectores abarcados por la ley



d)
De si existe un mecanismo para examinar y otorgar excepciones, exenciones y exclusiones de la ley anticártel 


-
El tipo de sanciones que se imponen por infringir la ley:



a)
Multas



b)
Penas de prisión


-
La conveniencia de aplicar en el análisis del delito un criterio per se o un criterio de razonabilidad 


-
Los tipos de procedimientos de investigación y medios de obtener información previstos en la ley, entre ellos



a)
El personal y las facultades del organismo responsable de la aplicación de la legislación sobre competencia



b)
Si el organismo de competencia puede utilizar los recursos de investigación de otros órganos públicos o de investigación, como la policía 



c)
Se ha establecido un programa de amnistía 


-
Si la ley anticártel ha de ser administrada por un organismo público existente o por un organismo nuevo.

80. En relación con el ámbito de aplicación de la ley se plantean diversas consideraciones.  Puesto que el número de casos de cárteles que habrá de investigar un organismo dependerá del número de sectores y entidades abarcados por la ley sobre cárteles y del número y la definición de las prácticas proscritas, cualquier limitación del alcance de la ley reducirá los costos de aplicación.  Esas limitaciones, sin embargo, también afectarán directamente a las posibles ventajas de la adopción de una disposición multilateral sobre los cárteles intrínsecamente nocivos.

81. Por otra parte, si en la definición de cártel intrínsecamente nocivo se incluye la manipulación de licitaciones para la adjudicación de contratos estatales, entonces no está claro que la aplicación de las disposiciones anticártel suponga un aumento neto del gasto público.  En la medida en que esa inclusión redunde en un aumento del número de casos investigados por las autoridades de competencia, aumentará el gasto público.  Sin embargo, si se consigue prevenir así la manipulación de licitaciones, disminuirán los precios pagados por el Estado por sus adquisiciones de bienes y servicios, lo que se traducirá en economías presupuestarias.
  Ese ejemplo pone de manifiesto una vez más que resulta engañoso examinar los costos de la aplicación de las disposiciones de un marco multilateral sobre política de competencia sin tener en cuenta asimismo las ventajas resultantes.

82. Puede plantearse un conflicto entre el monto total de los costos de aplicación y el deseo de mantener cierta flexibilidad en cuanto al alcance de la ley anticártel.  Esa flexibilidad puede lograrse mediante procedimientos que permitan otorgar exenciones.  Sin embargo, la implantación de esos procedimientos puede exigir tiempo y recursos, y no se sirve al objetivo de desalentar la cartelización del mercado por las empresas.  En resumen, la flexibilidad tiene un precio, que pueden querer evitar las naciones deseosas de minimizar el costo de la adopción de un marco multilateral.

83. Las sanciones pueden afectar de diferentes maneras a las consecuencias en materia de recursos de la adopción de una disposición multilateral sobre los cárteles intrínsecamente nocivos.  En primer lugar, el carácter de las sanciones influye en la carga de la prueba que pueda corresponder a un organismo de competencia al impulsar un procedimiento anticártel.  Por lo general la carga de la prueba es mayor para encarcelar a una persona que para imponer una multa.
  Esa observación pone de manifiesto que las opciones de un país al elaborar y aplicar una ley anticártel influyen considerablemente en el costo de recursos subsiguiente.

84. La segunda observación pertinente es la de que la severidad de las sanciones que penalizan la cartelización determina en parte el valor disuasorio de la ley nacional anticártel, y, por consiguiente, la probable carga de casos del organismo encargado de la aplicación de la ley.  En la medida en que la severidad de las sanciones prevenga la cartelización de los mercados del país, es probable que disminuya el número de casos.

85. Además, en la medida en que, a raíz de la adopción de una disposición multilateral sobre los cárteles intrínsecamente nocivos, cada Miembro de la OMC se vea alentado a fortalecer su régimen de aplicación de la legislación anticártel, y vaya adquiriendo así una reputación de severidad en esa esfera, el efecto de disuasión se extenderá a más empresas y disminuirán las prácticas de cartelización de mercados.  El resultado a largo plazo puede ser una reducción del número de casos que haya de investigar el organismo encargado de la competencia, así como de los gastos de aplicación de la legislación anticártel.  En resumen, no es en absoluto evidente que la adopción de disposiciones sobre los cárteles intrínsecamente nocivos haya de aumentar necesariamente los gastos de aplicación de la legislación anticártel, especialmente en los Miembros de la OMC que tienen en la actualidad regímenes de aplicación bastante estrictos.

86. La elección entre un criterio per se y un criterio de razonabilidad influye también en las necesidades de recursos.  Para rebatir con éxito la estrategia de defensa de un cártel basada en un criterio de razonabilidad será necesario, como mínimo, incurrir en costos mayores con el fin de reunir los datos pertinentes para realizar un análisis de las actividades del cártel en uno o varios mercados.  Más importantes todavía serán los conocimientos jurídicos y económicos que se precisarán para efectuar e interpretar ese análisis.  Esos costos pueden evitarse en gran medida cuando el país interesado tipifica la cartelización como un delito per se.  No cabe duda de que la propia concepción de una ley anticártel influye en alguna medida en el tipo de conocimientos necesarios para aplicarla y el consiguiente costo en recursos.

87. Los proponentes de una disposición sobre los cárteles intrínsecamente nocivos no especifican qué herramientas de investigación tendrá que utilizar un Miembro de la OMC en relación con la legislación anticártel.  Se han señalado diversas opciones, cada una de las cuales entraña consecuencias diferentes en materia de recursos.  Por ejemplo, en la elaboración y aplicación de su ley anticártel, un gobierno puede decidir utilizar los órganos estatales de investigación existentes para la aplicación de las disposiciones sobre competencia.  Si éstos están siendo utilizados actualmente por debajo de su capacidad, o si tienen alguna experiencia en la investigación de conspiraciones (que es lo que son en definitiva los cárteles), el costo en recursos de aplicar la ley anticártel será menor.  Si el Estado decide, por el contrario, crear un nuevo organismo de investigación especializado en cárteles, los gastos serán probablemente más elevados.  Ambas opciones requerirían impartir capacitación en las técnicas de investigación sobre cárteles y en el contenido de la ley anticártel.

88. Otra importante opción que se plantearía a los Miembros de la OMC en el caso de que se acordara incluir una disposición sobre los cárteles intrínsecamente nocivos es la de aplicar o no un programa de lenidad o amnistía.  La viabilidad y las características concretas de ese mecanismo dependerían en parte de las tradiciones jurídicas de cada país.  La experiencia reciente sugiere que esos programas proporcionan incentivos importantes para que las empresas integrantes de cárteles faciliten voluntariamente a los organismos competentes información sobre la naturaleza, el alcance y el funcionamiento del cártel a cambio de una reducción de las sanciones aplicables a la propia empresa y a sus empleados.  Como se describirá en la parte III, con programas de ese tipo se ha logrado obtener la colaboración voluntaria de miembros de cárteles en Norteamérica y Europa.

89. Las repercusiones de los programas de amnistía en los gastos estatales en aplicación de las disposiciones sobre competencia pueden variar con el tiempo.  En la medida en que esos programas reduzcan el tiempo y los recursos necesarios para la reunión de datos y las investigaciones sobre cárteles, se reducirán los gastos estatales necesarios.  Además, si refuerzan el efecto disuasorio de una ley anticártel (por temer los miembros potenciales de un cártel que otra de las empresas participantes en la conspiración pueda en el futuro tratar de conseguir una amnistía), disminuirá el número de casos que tenga que investigar en el futuro el organismo de aplicación, y por ende también el gasto público correspondiente.

90. Si, por el contrario, la aplicación de un programa de amnistía se traduce en un aumento de los casos incoados contra los cárteles en funcionamiento, aumentará a corto plazo la carga de trabajo del organismo competente.  (En esa situación, el aumento del número de casos se debe precisamente a la debilidad de los desincentivos a la cartelización en el pasado.) La resolución de los casos pendientes permitirá al organismo encargado de la competencia demostrar su determinación de combatir a los cárteles, lo que disuadirá a otras empresas de iniciar actividades de cartelización en el futuro.  Por consiguiente, si permanecen invariables los demás factores, al aplicarse un programa de amnistía el gasto público en esa partida aumentará transitoriamente, pero se reducirá a largo plazo.  Esas consideraciones ponen de manifiesto una vez más que las consecuencias que para las necesidades de recursos tiene la adopción de una disposición multilateral sobre los cárteles intrínsecamente nocivos dependen en gran medida de las decisiones de aplicación que adopte cada Miembro de la OMC.

91. Cabe resumir como sigue el estado de la cuestión.  Puesto que los partidarios de la inclusión de disposiciones sobre los cárteles intrínsecamente nocivos en un marco multilateral sobre política de competencia no abogan por un tipo concreto de ley anticártel, ni por la armonización de las leyes anticártel en vigor, los Miembros de la OMC conservarían un grado de flexibilidad considerable en la elaboración y aplicación de esas leyes.  Para las naciones que no cuentan actualmente con una ley anticártel, las disposiciones propuestas sobre los cárteles intrínsecamente nocivos entrañarían la obligación de adoptar una ley de ese tipo.  En cuanto a las que ya disponen de leyes anticártel, el que las tuvieran que modificar o no dependería en gran medida de las características concretas de las disposiciones multilaterales.  En cualquier caso, cabría elegir entre muchos tipos diferentes de ley anticártel, y de esas opciones se derivarían consecuencias a corto y a largo plazo muy diferentes en cuanto a los recursos adicionales necesarios o las posibles economías de recursos.

92. Conviene destacar que la elección entre los diferentes componentes posibles de una ley anticártel influye tanto en los costos como en los beneficios de la adopción de una disposición multilateral sobre los cárteles intrínsecamente nocivos, por lo que resulta engañoso poner un énfasis excesivo en unos u otros.  El fortalecimiento del efecto disuasorio de una ley nacional anticártel puede hacer necesarios más recursos de investigación y recursos similares, pero, una vez que el organismo responsable haya adquirido una reputación de severidad frente a los cárteles, serán menos las empresas que se arriesguen a organizar esas conspiraciones, lo que podría conducir a una disminución del número de casos investigados y de los gastos de aplicación de las disposiciones anticártel.

93. En cuanto a los datos empíricos sobre los costos en recursos de la aplicación de las leyes anticártel
, se plantea inmediatamente la dificultad de que los gobiernos suelen registrar los gastos totales destinados a los organismos, sin desglosar los gastos correspondientes a cada ley administrada y a cada organismo.  Muchos organismos de competencia tienen encomendada la aplicación de otras leyes además de las leyes anticártel.  Eso entraña que los gastos presupuestarios notificados son mayores que el costo probable de aplicación de la ley anticártel, por lo que representan una sobreestimación de los costos de aplicar una disposición sobre los cárteles intrínsecamente nocivos en los países que todavía no cuentan con una ley anticártel.

94. Del mismo modo, es probable que los niveles de dotación de personal registrados sobrestimen el número de profesionales cualificados necesarios para aplicar una ley anticártel.  En el caso del Brasil, sin embargo, hay datos disponibles sobre el número de funcionarios dedicados exclusivamente a la aplicación de la legislación anticártel;  véase Ministerio de Hacienda del Brasil (2002).  Doce de los 71 funcionarios de la Secretaría de Seguimiento Económico (SEAE) participaban en la aplicación de la legislación anticártel.  En la Secretaría de Derecho Económico (SDE), 17 de los 26 funcionarios participan en ello.  Habida cuenta de que la SEAE y la SDE emplean a un total de 97 profesionales, esto significa que menos de un tercio de sus funcionarios profesionales se dedicaban a la aplicación de la legislación anticártel.

95. Otra consideración importante que hay que tener presente al interpretar los datos sobre los presupuestos de los organismos encargados de la competencia es que es posible que los gastos sean poco cuantiosos precisamente porque actualmente no se aplica en la medida adecuada la legislación sobre competencia.

96. El primer conjunto de datos procede de un estudio por países realizado por la Consumer Unity Trust Society (CUTS) de la India.  La CUTS realizó un "Estudio comparativo de los regímenes de competencia de algunos países en desarrollo del Commonwealth" (véase CUTS (2003)).  Para ese proyecto, denominado coloquialmente "Proyecto 7-Up" se seleccionó a siete países del Asia Meridional y de África (la India, el Pakistán, Sri Lanka, Zambia, Kenya, Tanzanía y Sudáfrica).

97. De los siete países, tres (Sudáfrica, Tanzanía y Zambia) cuentan con leyes sobre competencia relativamente recientes.  Durante el estudio, dos (la India y Sri Lanka) estaban en proceso de promulgación de una nueva ley, y otros dos estaban estudiando la posibilidad de promulgar una nueva ley o revisar la vigente.  En cada jurisdicción se prohíben todos o algunos tipos de cárteles.  En el cuadro II.T2 figuran los gastos públicos en los organismos responsables de la aplicación de la legislación sobre competencia en esos siete países.

98. La Comisión de Prácticas Comerciales Leales de Tanzanía tiene encomendada desde 1994 la aplicación de la legislación sobre competencia, pero no tiene un comité directivo ni infraestructura de apoyo.  Dispone de un presupuesto modesto, equivalente al 0,01 por ciento de los gastos de la administración federal.  El presupuesto de la Comisión de Comercio Leal de Sri Lanka también representa sólo el 0,00363 por ciento de los gastos de la administración central.

Cuadro II.T2:
Presupuestos en 2000 de los organismos encargados de la aplicación de las normas sobre competencia de siete países en desarrollo 

País
Presupuesto anual del principal organismo responsable de la aplicación de la legislación 
sobre competencia 
(millones de $EE.UU.)
Presupuesto anual de la administración central 


(millones de $EE.UU.)
Porcentaje del presupuesto de la administración central que se dedica a sufragar los gastos del principal organismo encargado de la competencia

India
0,723
81.307
0,00089

Kenya
0,236
3.230
0,00731

Pakistán
0,326
13.560
0,00240

Sudáfrica
7,743
23.270
0,03327

Sri Lanka
0,098
3.395
0,00288

Tanzanía
0,162
1.010
0,01604

Zambia
0,193
340
0,05619

Fuente:  CUTS (2003), cuadro 7, página 54.

99. El segundo conjunto de datos procede de los informes anuales presentados a la OCDE por las autoridades de competencia de algunos países (véase el cuadro II.T3).  Las cifras facilitadas deben tomarse con cautela, pues no todos los organismos que realizan funciones de aplicación de las disposiciones sobre competencia presentan informes a la OCDE.  Además, no hay garantía de que todos los organismos informantes utilicen las mismas definiciones para contabilizar a los funcionarios dedicados a esas tareas.

100. Las diferencias entre los presupuestos consignados en el cuadro II.T3 son considerables, lo que es imputable en parte a las diferencias de tamaño de las economías correspondientes.  Otra diferencia interesante reside en que los países de ingreso mediano tienden a emplear proporcionalmente a más economistas que las jurisdicciones de ingreso alto, como la CE y los Estados Unidos.

Cuadro II.T3:
Gastos y empleados de los organismos gubernamentales encargados de la aplicación de la legislación nacional sobre competencia en 2000 comunicados por los gobiernos a la OCDE

Al interpretar estas estadísticas, es importante tener en cuenta que muchos organismos gubernamentales encargados de aplicar la legislación sobre competencia de sus países también desempeñan otras funciones reglamentarias.  No hay ninguna garantía de que las cifras que se exponen a continuación se refieran exclusivamente a los recursos empleados para la aplicación de la legislación nacional sobre competencia.

Entidad informante
Nombre de la autoridad
Presupuesto anual 
(moneda nacional)
Presupuesto anual (millones de $EE.UU.)
Número total de empleados
Economistas
Abogados
Otro personal

Brasil
(Estas cifras representan la suma de los tres organismos del Brasil responsables de aplicar la legislación sobre competencia)

10,96
398
60
50
288

República Checa
Oficina de Protección de la Competencia
61,965 millones de coronas checas
1,6
113
36
44
33

Hungría
Autoridad de Competencia
562,1 millones de forint
1,87
111
39
38
34

Corea
Comisión de Comercio Leal
13.300 millones de won
17,55
444
81
51
312

México
Comisión Federal de Competencia 
137,7 millones de pesos mexicanos
14,6
200
38
50
112

Polonia
Oficina de Competencia y Protección del Consumidor
17,810 millones de nuevos zlotys polacos
4,301
219
89
51
79

Rusia
MPA y oficinas regionales
130,5 millones de rublos
4,6
1.804
589
408
807

Turquía
Autoridad de Competencia
-
21,2*
6,0**
307
44
23
240

República Eslovaca
Oficina Antimonopolio
28,7 millones de coronas eslovacas
0,595
73
25
13
35

Comisión Europea
Dirección General de Competencia 
6,05 millones de euros
5,5
537
67 (y 
7 abogados y economistas)
139
324

Estados Unidos
Departamento de Justicia
110 millones de $EE.UU.
110
824
56
351
417

Estados Unidos
Comisión Federal de Comercio
25,5 millones de $EE.UU.
25,5
251
40
159
92

Fuente para todos los países excepto el Brasil:  Informes anuales de las autoridades de competencia a la OCDE.  Véase:  http://www.OECD.org/EN/document/0,,EN-document-0-nodirectorate-no-11-29574-0,00.html

El cálculo en dólares de los Estados Unidos del presupuesto anual de algunos organismos incluidos en el cuadro se hizo de forma independiente, utilizándose el tipo de cambio adecuado.

Fuente para el Brasil:  Ministerio de Hacienda del Brasil (2002).

Notas para el cuadro supra:

*
gastos generales.

**
gastos de personal.

101. Teniendo presentes las advertencias formuladas anteriormente, las naciones que no disponen de leyes anticártel pueden encontrar en los cuadros II.T2 y II.T3 orientación sobre los recursos que han destinado a ese fin otras naciones en un estadio de desarrollo comparable.  Las naciones que ya hayan promulgado legislación sobre competencia y cuenten con un régimen de aplicación, en la medida en que sus leyes sobre cárteles cumplan los requisitos establecidos por la disposición propuesta sobre los cárteles intrínsecamente nocivos, no tendrán que hacer frente a costos adicionales.  Además, cuando sea necesario reforzar el régimen de aplicación existente el costo total en recursos dependerá de la forma precisa en que se modifiquen la ley o leyes correspondientes y en que cambien las prácticas en cuanto a su aplicación.  Las medidas que fortalezcan los efectos disuasorios de la ley sin incurrir en demasiados costos adicionales pueden tener el efecto neto de reducir tanto el gasto público a largo plazo por ese concepto como el perjuicio infligido a los consumidores por los cárteles.

D. Propuestas relativas a las modalidades de cooperación voluntaria

102. Los partidarios de la inclusión en un marco multilateral de disposiciones sobre cooperación voluntaria han señalado que deberían contemplarse cuatro "instrumentos", que se describen en el pasaje siguiente:


"Se hizo notar que los instrumentos de cooperación voluntaria que se incorporarían a un marco multilateral con arreglo a esta propuesta eran de orden práctico y se basaban en la experiencia de la cooperación bilateral.  Un primer instrumento esencial era la notificación, por la cual un país informaría a otro de ciertos casos que afectaban a los intereses importantes de este último.  Luego estaba el intercambio de información distinto de las notificaciones, con el objeto de facilitar las actividades de observancia en cada una de las partes.  Un tercer instrumento estaba vinculado al suministro recíproco de asistencia en el proceso de observancia.  Por último, el acuerdo propuesto dispondría:  i) el principio de cortesía tradicional o negativa, es decir que un país tendría en cuenta los intereses importantes de otros países afectados al adoptar una decisión respecto de un caso;  y ii) la cortesía positiva, según la cual un país aplicaría medidas coactivas toda vez que lo solicite otro país afectado por prácticas anticompetitivas originadas en el territorio del primero.  Todos estos instrumentos existían ya en los acuerdos bilaterales en los que algunos Miembros eran partes;  lamentablemente, sin embargo, en su mayoría los países en desarrollo estaban excluidos de las ventajas que estos acuerdos aportaban" (OMC 2002e, página 30).

103. El gráfico II.F1 infra corrobora la observación de que en la actualidad sólo existe una red fragmentaria de acuerdos bilaterales de cooperación en materia de legislación sobre competencia y mecanismos de aplicación.  Por lo tanto, una de las aportaciones de una disposición sobre cooperación voluntaria sería la de llenar las lagunas indicadas en el gráfico.  En los apéndices II.E a G figura más información sobre los acuerdos y las actividades de cooperación bilateral.

104. La carencia de datos sobre los costos de las diferentes modalidades de cooperación voluntaria impide una evaluación detallada de los recursos requeridos por una disposición multilateral al respecto.  No obstante, pueden extraerse algunas observaciones útiles de las comunicaciones oficiales a organizaciones internacionales y de otras fuentes.  En su conjunto, esas observaciones permiten determinar algunos de los factores fundamentales para el cálculo de los recursos que resultarían necesarios de adoptarse una disposición sobre cooperación voluntaria.

105. La primera observación es que el coste en recursos de la cooperación no debe considerarse separadamente de sus beneficios.  Y ello por dos razones:  en primer lugar, la experiencia de los países que son partes en acuerdos vigentes de cooperación demuestra claramente que la cooperación puede dar un gran impulso a la eficacia de la aplicación de la legislación sobre competencia a nivel nacional.  Esto se debe no sólo a la utilidad de la información compartida para facilitar las medidas de aplicación en casos particulares, sino, en gran medida, al aprendizaje resultante de la interacción con otros organismos de competencia potencialmente más experimentados.
  Asimismo, el objetivo principal de la cooperación consiste en obtener información y asesoramiento a un coste menor del que tendrían de otro modo.

106. En segundo lugar, se observa que en muchos casos las formas más eficaces de cooperación voluntaria entre los organismos competentes son sencillamente el intercambio de información sobre un caso y los mercados afectados o el intercambio de opiniones sobre el planteamiento teórico de un caso.  Esa cooperación puede resultar beneficiosa aun cuando no se apoye en mecanismos oficiales
 ni entrañe la entrega de documentos, aunque cualquier tipo de compromiso puede ser un fundamento válido para los procesos de cooperación.

107. La experiencia brasileña confirma esa observación.  Como señaló el Brasil en una comunicación a la OCDE:


"A pesar de la firma del acuerdo internacional entre las autoridades antitrust brasileñas y norteamericanas, las modalidades más útiles de cooperación internacional han sido informales" (Brasil 2002, página 31).

108. En esa comunicación se explica asimismo que para las investigaciones de las autoridades brasileñas sobre el cártel de la lisina, el cártel de las vitaminas y el denominado caso de las compañías aéreas resultaron muy útiles las informaciones extraoficiales facilitadas por funcionarios estadounidenses.

109. Sin embargo, el Brasil subraya seguidamente la importancia de los compromisos formales de cooperación:


"La cooperación extraoficial es sin duda deseable por expeditiva y directa y porque a veces puede revelar aspectos ocultos, pistas o indicios que no siempre tienen cabida en los mecanismos oficiales de intercambios técnicos.  No obstante, tiene la desventaja de basarse excesivamente en contactos personales.  Los contactos extraoficiales pueden sustituir a los oficiales a corto plazo, pero no a largo plazo.  Las personas pasan, las instituciones permanecen" (Brasil 2002, página 33).

110. Parece que esos argumentos relativos a los beneficios del acuerdo bilateral de cooperación con los Estados Unidos sobre cuestiones de competencia son igualmente válidos en un contexto multilateral.  La experiencia del Brasil parece indicar que resultaría útil una disposición sobre cooperación voluntaria que impulsara a más naciones a cooperar en cuestiones de política de competencia y facilitara el paso de acuerdos puntuales a mecanismos permanentes.

111. La tercera observación es que los organismos encargados de la competencia tienen más posibilidades de obtener cooperación voluntaria por parte de los organismos extranjeros que tengan sólidos historiales de aplicación y cuenten a la vez con los conocimientos pertinentes.  Eso significa que, a corto y medio plazo, el número de solicitudes de cooperación voluntaria por parte de jurisdicciones sin un régimen consolidado de aplicación de la legislación sobre competencia será probablemente muy reducido, por lo que también serán poco cuantiosas las correspondientes necesidades adicionales de recursos derivadas de las notificaciones.  Además, cuando una jurisdicción haya realizado esfuerzos e inversiones para fortalecer su régimen de aplicación de las disposiciones sobre competencia, ello repercutirá probablemente a largo plazo en las necesidades de recursos para actividades de cooperación voluntaria.  Como se ha señalado, esas consecuencias a largo plazo abarcarán tanto costos como beneficios.

112. En cuarto lugar, se observa que es más probable que el coste en recursos de las disposiciones sobre cooperación sea controlable y esté sujeto a las facultades discrecionales de los países participantes en la medida en que la cooperación sea en efecto "voluntaria".  Conviene señalar que la idea de cooperación voluntaria no significa que los Miembros de la OMC no estén obligados a considerar seriamente las solicitudes de cooperación;  simplemente quiere decir que no podría obligárseles a cooperar cuando no puedan o no estén dispuestos a hacerlo, a causa de las limitaciones de recursos a las que se enfrenten o de otras consideraciones pertinentes.  Como ha señalado un partidario de un marco multilateral sobre política de competencia en una comunicación escrita, este planteamiento permite a los países tener en cuenta las limitaciones importantes de recursos y es perfectamente compatible con el que se ha aplicado en la mayoría de los acuerdos bilaterales de cooperación vigentes:


"En otras palabras, la asistencia tendría que ser compatible con las leyes y reglamentos aplicables, las prioridades en materia de observancia, los intereses importantes y los recursos disponibles del país al que se presenta la solicitud de tal asistencia.  Algunas personas han argumentado que la cooperación difícilmente sería efectiva si fuera "meramente" voluntaria y no dispusiera el intercambio de información confidencial.  Sin embargo, la experiencia de las Comunidades Europeas indica que esas limitaciones no han impedido una relación de colaboración muy estrecha y de firme evolución con las autoridades encargadas de la competencia con las que tratamos en forma regular.  También han tenido una experiencia similar las autoridades encargadas de la competencia de la mayoría de los Estados miembros de las Comunidades Europeas que cuentan con una experiencia considerable en materia de cooperación en casos concretos.  Incluso los acuerdos bilaterales de cooperación que han concertado las Comunidades Europeas con otros países desarrollados (el Canadá y los Estados Unidos), aunque establecen una cooperación intensa, son de carácter esencialmente voluntario y no contienen disposiciones que permitan a una de las partes obligar a otra a actuar en determinada forma.  En otras palabras, ninguna de las partes en esos acuerdos puede obligar jurídicamente a otra a cooperar, y las partes pueden tener fundamentos legítimos para no hacerlo en asuntos determinados" (EC 2002c, página 9).

113. Los efectos de una disposición de ese tipo en materia de cooperación voluntaria sobre el volumen de trabajo de un organismo encargado de la competencia, con el coste en recursos que implica, son ambiguos.  En este caso es necesario tener en cuenta una serie de efectos distintos.  Para estar seguros, habrá que dedicar recursos de personal al envío de notificaciones y a la tramitación de las notificaciones de organismos extranjeros.  Además, las solicitudes de cooperación, ya se refieran a cuestiones generales o a casos concretos, también tendrán un costo en recursos, aunque no se tome ninguna medida.  Asimismo, los beneficiarios de la cooperación pueden contraer obligaciones implícitas para asistir a un órgano encargado de la aplicación de la legislación sobre competencia que le esté ayudando o le haya ayudado en el pasado.

114. Sin embargo, también intervienen otros factores.  En la medida en que la cooperación voluntaria permita adoptar medidas en casos de conducta anticompetitiva que antes no se investigaban, aumentará el volumen de trabajo del organismo competente.  Sin embargo, en ese caso también aumentarán los beneficios derivados de la aplicación nacional de las disposiciones sobre competencia.  

115. El conocimiento de la cooperación voluntaria entre los organismos competentes puede fortalecer el efecto disuasorio de las leyes nacionales sobre competencia y reducir la incidencia de conductas anticompetitivas entre las empresas.  El volumen de trabajo de los organismos competentes podría así tender a reducirse, y también, lo que es igualmente o más importante, el perjuicio total causado a los consumidores o a las industrias usuarias como resultado de prácticas anticompetitivas.  Por tanto, en resumen, este primer tipo de disposición sobre cooperación voluntaria puede traducirse tanto en una disminución como en un aumento del volumen de trabajo del organismo encargado de aplicar la legislación sobre competencia, y la variación de ese volumen de trabajo no es un indicador fiable de los efectos de la cooperación voluntaria en la eficacia de las leyes nacionales sobre la competencia.

116. Una delegación ha expresado la siguiente opinión como alternativa a la idea de que la cooperación sea un elemento puramente voluntario:


"… la cooperación multilateral debe garantizar a los países en desarrollo una mejor protección contra los cárteles internacionales" (Tailandia 2002a, párrafo 3, en negrita en el original)

Conviene señalar que el enfoque sobre la cooperación defendido por Tailandia tiene importantes elementos en común con el de otros Miembros partidarios de un marco multilateral sobre política de competencia:


"Tailandia estima que los acuerdos bilaterales de cooperación actualmente en vigor ayudan a mejorar la capacidad, pero no son suficientes para proteger a los países en desarrollo contra los cárteles internacionales porque los países que disponen de regímenes más avanzados en materia de competencia no ven ningún beneficio en la cooperación con países cuya observancia de la legislación sobre competencia se considera insuficiente.  Por lo tanto, la cooperación multilateral sería una opción favorable para los países en desarrollo." (Tailandia 2002a, párrafo 4).

117. Sin embargo, el planteamiento propugnado por Tailandia se distingue del de otros proponentes en al menos dos aspectos:  i) parece requerir que se centre la atención exclusivamente en la cooperación relativa a los cárteles internacionales intrínsecamente nocivos, por oposición a otras prácticas anticompetitivas;  y ii) sería obligatorio en al menos algunos aspectos.  De manera más específica:


"Consideramos que el compromiso inicial en materia de cooperación multilateral en la lucha contra los cárteles intrínsecamente nocivos debería consistir en los elementos siguientes:


-
Notificación, lo que exige que las autoridades que están investigando y enjuiciando a cárteles internacionales intrínsecamente nocivos alerten con prontitud a las autoridades competentes de los países en los que los cárteles puedan estar actuando.  La notificación debería incluir, como mínimo, los antecedentes y el análisis preliminar del caso de que se trate.  Las autoridades deberían recibir una actualización periódica sobre los progresos realizados.


-
Consultas obligatorias, lo que exige que los gobiernos que realizan las investigaciones sobre un presunto cártel entablen conversaciones con otros países Miembros cuyos intereses puedan verse afectados.


-
Asistencia, lo que exige que las autoridades encargadas de la cooperación cooperen en la prestación de asistencia analítica, intercambio de experiencia, sugerencias relativas a las técnicas de observancia, etc.  También se deberían facilitar las solicitudes de recopilación de información" (Tailandia 2002a, párrafo 5).

118. El planteamiento de Tailandia también requiere la compensación financiera de los países en desarrollo por la asistencia prestada:


"Debido a la abrumadora diferencia de recursos financieros y técnicos entre las autoridades encargadas de la competencia en los países desarrollados y en los países en desarrollo, sería necesario un trato especial diferenciado para los países en desarrollo Miembros en el caso de la asistencia obligatoria en materia de observancia.  Proponemos que las autoridades encargadas de la competencia en los países en desarrollo sean compensadas financieramente por la prestación de los servicios solicitados y que se las autorice a cooperar en la medida de lo posible y con sujeción a sus limitaciones técnicas y financieras" (Tailandia 2002a, párrafo 6).

119. Respecto al costo en recursos de un planteamiento de ese tipo sobre la cooperación, conviene distinguir entre las implicaciones para los países en desarrollo Miembros de la OMC y los demás Miembros.  En lo que respecta a estos últimos, todos los requisitos obligatorios de notificación, consulta y asistencia aumentarán el coste en recursos.  Dicho esto, en la medida en que la cooperación transfronteriza adicional que ello implica se traduce en información útil para estos Miembros, pueden producirse algunos beneficios compensatorios.  Además, la exigencia de compensar a los países en desarrollo Miembros que asistan a un socio más rico se añadirá posteriormente al costo en recursos.

120. En cuanto al costo en recursos para los países en desarrollo de esta disposición propuesta, a primera vista esos países se beneficiarían de los pagos de otros Miembros de la OMC por la cooperación prestada.  Cuestión distinta es saber si se solicitará esa cooperación, y ello dependerá en parte de la capacidad de aplicación de la legislación del país en desarrollo que, a su vez, sugiere que las solicitudes de cooperación, y los pagos previstos sigan, más que precedan, a las inversiones en capacidad nacional de aplicación.

121. Asimismo, según esta propuesta los países en desarrollo podrían esperar recibir más notificaciones sobre prácticas anticompetitivas transfronterizas que puedan estar afectando a sus mercados.  Los beneficios derivados de esas notificaciones dependerán en parte de la fuerza de la autoridad encargada de la aplicación en el país que los reciba.  Si carece de ella, entonces es menos probable que las notificaciones procedentes del extranjero se traduzcan en procesamientos y en la mejora de los medios de disuasión de las prácticas anticompetitivas.  Una vez más, parece probable que sean los países que ya hayan invertido suficientemente en capacidad nacional de observancia los que se beneficien de esta disposición particular.

122. Otra consecuencia aparente de cualquiera de los enfoques anteriores sobre la cooperación es que un país en desarrollo no podría insistir en obtener cooperación de otro país en desarrollo.  Esto podría ser importante, ya que las prácticas anticompetitivas transfronterizas no tienen por qué organizarse en economías industrializadas.  Asimismo, en la medida en que esta propuesta fuera eficaz, ofrecería un claro incentivo a las empresas, incluidas las multinacionales, para que organizasen estas prácticas en los países en desarrollo que pareciesen incapaces de prestar cooperación a otros países en desarrollo o no estuviesen dispuestos a ello.  La principal consecuencia puede, por tanto, ser un cambio del lugar en el que se organicen estas prácticas.

123. En resumen, a corto plazo una disposición sobre cooperación voluntaria entrañará probablemente un mayor costo en recursos para las jurisdicciones con mayor experiencia en la aplicación de disposiciones sobre competencia.  Al fortalecerse los regímenes de aplicación de otras jurisdicciones -resultado al que contribuirá probablemente la aplicación efectiva de los otros elementos de un marco multilateral sobre política de competencia- aumentará probablemente el costo en recursos de la cooperación en el sentido de que puede ser necesario asignar a un pequeño número de miembros del personal funciones relacionadas con la cooperación.  Sin embargo, el concepto de voluntariedad, partiendo del supuesto de que es un elemento de cualquier modalidad eventual de cooperación, significaría que no podría obligarse a los Miembros a cooperar cuando las limitaciones de recursos no se lo permitieran.  En cualquier caso, no debería considerarse el costo en recursos de la cooperación independientemente de sus beneficios.  Éstos incluyen no sólo la investigación eficaz y la aplicación de medidas correctivas para afrontar las prácticas anticompetitivas, sino también el ahorro en recursos que supone la obtención de información valiosa a un menor coste que de otro modo.  En efecto, en realidad el objetivo de la cooperación consiste en permitir a los países obtener la información necesaria y adoptar de ese modo las medidas adecuadas de aplicación a un coste menor que si actuasen individualmente.

Gráfico II.F1:
Acuerdos bilaterales y trilaterales sobre aplicación de las disposiciones en 
materia de competencia
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Las casillas sombreadas indican que no hay ningún acuerdo de cooperación, y las blancas que existe un acuerdo de esa índole.  Se indica asimismo la fecha en que se firmó el acuerdo.

Clave:  **Acuerdo tripartito.  Fuente:  UNCTAD (2002b).

Observaciones finales

124. En esta parte del estudio se ha puesto en cuestión la conveniencia de examinar los costos en recursos adicionales de un marco multilateral sobre política de competencia sin tener en cuenta asimismo los beneficios correspondientes.  Las disposiciones del marco propuesto repercuten inevitablemente tanto en los costos de la aplicación de las leyes sobre competencia como en las ventajas que reporta esa aplicación.  Uno de los principales beneficiarios de una aplicación más estricta de la legislación es el propio Estado, víctima a menudo de la manipulación de licitaciones y otras prácticas anticompetitivas que redundan en el pago de precios más elevados en las adquisiciones públicas.  Además, un cálculo completo y equilibrado de los costos y beneficios indica que la aplicación de un marco multilateral sobre política de competencia no representa necesariamente una carga para las finanzas públicas.  Por supuesto, los beneficios de regímenes de protección más estrictos no se limitan al sector público;  la anterior observación tiene por objeto disipar el extendido temor de que la aplicación de un marco multilateral sobre política de competencia resulte sencillamente demasiado oneroso para algunas jurisdicciones.

125. Además de las ventajas potenciales del fortalecimiento de las medidas disuasorias contra las prácticas anticompetitivas, la aplicación de un marco multilateral sobre política de competencia tiene otra consecuencia importante relacionada con las necesidades de recursos.  Los Ministros han reafirmado en la OMC la importancia y la necesidad de incrementar las actividades de asistencia técnica y creación de capacidad para los organismos encargados de la competencia en las economías en desarrollo.  En la medida en que un marco multilateral sobre política de competencia contenga compromisos de intensificación de esas actividades, podrá reforzar ulteriormente las ventajas de la adopción de ese marco en jurisdicciones sin un régimen de competencia consolidado.
  Además, esos compromisos podrían permitir a los países sin experiencia en la aplicación de legislación sobre competencia aprovechar los conocimientos de sus colegas de jurisdicciones con regímenes de competencia activos.

III. Los efectos de las medidas contra las prácticas anticompetitivas en las economías en desarrollo

126. En la sección anterior se han abordado los posibles costos y beneficios que en lo tocante a los recursos entraña la aplicación de un marco multilateral sobre política de competencia.  La presente sección, en cambio, se centra en las ventajas potenciales de ese marco, es decir, en la posible reducción de los daños que causan a las economías en desarrollo las prácticas anticompetitivas.  El análisis se basa exclusivamente en comunicaciones oficiales a organismos internacionales, informes publicados de los organismos responsables de la aplicación de las disposiciones nacionales sobre competencia, determinadas bases de datos, e investigaciones académicas, materiales todos ellos del dominio público.

127. Ante todo se presentan algunas observaciones introductorias sobre las fuentes de prácticas anticompetitivas en los países en desarrollo y la eficacia de algunas medidas estatales para hacerles frente (sección A).  Se describe después el historial de más de 15 economías en desarrollo en materia de aplicación de la legislación sobre competencia (sección B).  Se destacan dos puntos importantes.  En primer lugar, la aplicación de la legislación sobre competencia no se circunscribe a las economías industrializadas.  Hay organismos que se han ocupado activamente de las prácticas comerciales anticompetitivas en países muy diversos desde el punto de vista de sus circunstancias económicas, su grado de apertura al comercio y a las inversiones y sus estrategias de desarrollo anteriores.  En segundo lugar, el hecho de que muchas economías en desarrollo estén aplicando voluntariamente esas leyes indica probablemente que están convencidas de su utilidad.

128. En la tercera sección (C) se describen y evalúan los escasos estudios sobre los efectos de la aplicación de la legislación sobre competencia y otros elementos de la política de competencia sobre indicadores más generales de resultados económicos.  Esos análisis han sido posibles gracias a la reciente reunión de grandes conjuntos de datos de varios países sobre el grado de aplicación de la política de competencia.  También se examinan esas fuentes de datos.

129. En cuanto a los determinantes externos de configuraciones de mercado anticompetitivas en economías en desarrollo, en las secciones D y E se describen los factores que explican el pronunciado fortalecimiento de las medidas contra los cárteles internacionales a partir de 1993 y se proporcionan estimaciones disponibles del daño causado por algunos de esos cárteles a las economías en desarrollo.  En la sección E también se presentan datos sobre el efecto disuasorio de la aplicación de las leyes anticártel.  En el caso de un importante cártel internacional que duró 10 años y realizó operaciones en todo el mundo, los datos disponibles parecen indicar que los países con regímenes de aplicación activos sufrieron recargos menores.  Eso significa que, además de desincentivar la formación de cárteles, los regímenes de aplicación más activos reducen el daño que ocasionan a los consumidores los cárteles que a pesar de todo se forman.  La sección F contiene algunas observaciones recapitulativas.

B. Observaciones introductorias
130. Por diferentes motivos (aumento de las ganancias, más prerrogativas para directores y ejecutivos, o la búsqueda de "tranquilidad") las empresas han recurrido a menudo a prácticas anticompetitivas.  Esas prácticas pueden adoptar muchas formas;  por mencionar sólo unos pocos ejemplos, pueden consistir en medidas de una sola empresa o en concierto con otras para aumentar los precios;  en la fusión con rivales con el fin de reducir las presiones competitivas;  en la manipulación de licitaciones;  en la firma de determinados tipos de acuerdos exclusivos con proveedores, distribuidores y compradores;  o en la concertación con rivales para retrasar el ritmo de innovación.  Aunque los efectos de esas prácticas pueden variar con el tiempo o de un mercado a otro, siempre perjudican a los compradores.
  Por esa y otras razones, los encargados de la elaboración de políticas en las economías en desarrollo han empezado a enfrentarse más resueltamente a esas prácticas anticompetitivas.  En la presente sección se examinan sucintamente los efectos de esas prácticas y las consecuencias de las medidas adoptadas para combatirlas.

131. Como se desprende claramente de la sección I, los mercados competitivos pueden tener consecuencias estáticas y dinámicas (intertemporales).  El principal efecto estático de las presiones competitivas es el de reducir la capacidad de las empresas para elevar los precios por encima de los costos marginales.  Entre las consecuencias dinámicas pueden contarse los efectos de las presiones competitivas en los incentivos a la innovación, la imitación y la inversión.  Puesto que uno de los objetivos fundamentales de la política de competencia es el de estimular o mantener la intensidad de la competencia en los mercados, es natural que en los estudios sobre los efectos de la aplicación de la política de competencia en las economías en desarrollo y las economías industriales se hayan destacado tanto sus consecuencias estáticas como las dinámicas.

132. Conviene señalar al comienzo de la presente sección que la política de competencia no es la única medida gubernamental que puede combatir o socavar las prácticas anticompetitivas.  La reducción de los obstáculos impuestos por el Estado a la entrada en los mercados facilita la entrada de empresas nacionales en mercados en que empresas ya implantadas ejercen una posición de dominio.
  La eliminación de restricciones a la inversión extranjera directa y a la importación también puede contribuir considerablemente a moderar el poder de mercado de las empresas nacionales implantadas, como han confirmado numerosas investigaciones empíricas publicadas en el decenio de 1990.
  Algunos autores han llegado incluso a sostener que la liberalización del comercio y las inversiones puede cumplir perfectamente la función de la política nacional de competencia (véase, por ejemplo, Blackhurst (1991)).  Los datos disponibles, sin embargo, arrojan serias dudas sobre tan amplia generalización, como pone de manifiesto el siguiente análisis de los datos presentados en el cuadro III.T1.

133. Singapur y Hong Kong, China tienen, según parece, fronteras prácticamente abiertas, más abiertas sin duda que las de muchas otras economías participantes en el comercio internacional.  Sin embargo, datos publicados por el Fondo Monetario Internacional (FMI) indican que las empresas manufactureras de Singapur han conseguido situar ininterrumpidamente los precios por encima de los costos por un margen porcentual que equivale al doble del de las empresas de otras naciones de la OCDE (véase el cuadro III.T1).
  Es cierto que son muchos los factores que pueden explicar un aumento del margen precio-costo.  Sin embargo, lo sorprendente de los datos divulgados por el FMI en relación con Singapur es la persistencia de márgenes muy elevados durante los decenios de 1980 y 1990.  En su evaluación de esos datos, el FMI observa que esos márgenes:


"parecen indicar una relativa falta de competencia interna en Singapur" (FMI 2000a, página 12).

Cuadro III.T1:  Comparación de los márgenes precio-costo en Singapur;  Hong Kong, China;  los Estados Unidos;  y las economías de la OCDE 

Código
Sector
Singapur
Hong Kong, China
Economías 
de la OCDE
Estados Unidos



1980-1989
1990-1998
1980-1998
1986-1997
1986-1997
1986-1997


MANUFACTURAS







15 y 16
Productos alimenticios, bebidas y tabaco
21,0
27,4
24,0
20,6
11,7
13,4

15
Productos alimenticios y bebidas
20,0
25,6
22,1




16
Productos de tabaco
33,8
38,7
35,6




17
Textiles
28,5
26,7
27,6
9,5
9,7
8,8

18
Prendas de vestir
23,6
26,5
25,0




19
Productos de cuero y calzado
19,8
18,4
19,2




20
Madera y productos de madera
20,9
22,7
21,7
10,4
11,9
13,6

21
Productos de papel
31,1
34,1
32,5




22
Editoriales e imprentas
43,3
47,5
45,3
15,6
12,3
13,9

23
Productos de la refinación de petróleo
13,2
16,8
14,9




24
Productos químicos
40,0
40,8
40,4
14,0
15,9
10,8

25
Productos plásticos y de caucho
28,7
30,4
29,5




26
Productos de minerales no metálicos
30,5
31,7
31,0
13,6
8,4
9,5

27
Industrias metálicas básicas
34,4
28,4
31,6
6,8
8,8
6,7

28
Productos metálicos
28,5
30,0
29,2
12,3
15,1
12,5

29
Maquinaria y equipo
33,7
30,8
32,3
15,0
10,1
10,0

30
Máquinas y aparatos eléctricos
27,6
26,4
27,0
19,3
11,0
17,4

31
Productos y componentes electrónicos
23,3
24,1
23,7




32
Instrumental y equipo científico
35,7
35,8
35,8
10,3
14,5
6,3

33
Equipo de transporte
51,7
50,2
51,0
16,3
6,4
5,1

34
Mobiliario y otras manufacturas
23,2
20,7
22,0
9,1
10,0
21,6

35
Reciclado de desechos y chatarra
38,5
25,3
32,3














Total manufacturas 
24,9
27,6
26,2
12,6
11,5
11,8


Total manufacturas, excluidos los productos de la refinación de petróleo
29,5
29,2
29,3




5-8
Servicios



8,3

14,6

5
Construcción



6,1

16,3

61-63
Comercio al por mayor y al por menor



5,2



64.-65
Restaurantes y hoteles



12,9



71
Transporte



14,1

14,0

83
Bienes inmuebles



14,3



Fuentes:  FMI (2000a,b).

Notas:

1.
Las cifras que se presentan son los márgenes entre el precio y el costo medio, calculados sobre la base del producto bruto.  Como se explica en el cuadro I.1 de FMI (2000b), la utilización del producto bruto para ese cálculo da lugar a márgenes menores que los que se obtendrían de utilizarse el valor añadido.

2.
Los márgenes correspondientes a productos alimentarios, bebidas y tabaco de Singapur se calcularon utilizando únicamente datos de 1990-1996.

134. Los cálculos comparables del FMI sobre los márgenes precio-costo en Hong Kong (China) son menos inequívocos.
  En el cuadro III.T1 figuran varios sectores que producen mercancías internacionalmente comerciables y en los que los márgenes precio-costo son muy superiores al promedio de los mismos sectores en los países de la OCDE: alimentos, bebidas y tabaco, productos de minerales no metálicos, maquinaria y equipo, máquinas y aparatos eléctricos, y equipo de transporte.  Quizá más que el nivel de los márgenes precio-costo sea interesante el modo en que esos márgenes han cambiado con el tiempo, especialmente en las ramas de producción que presumiblemente se enfrentan a los efectos disciplinarios de la competencia de las importaciones.  Análisis ulteriores del FMI conducen a la conclusión de que:


"[Hong Kong, China] se ha vuelto algo menos competitiva en el último decenio…En los últimos 10 años, los márgenes [entre el precio y el costo medio] de producción bruta de las industrias han aumentado ligeramente, como también lo han hecho los márgenes [entre el precio y el costo medio] del valor añadido en la fabricación…" (FMI 2000b, página 31).

Presumiblemente, cualquier efecto disciplinario que pudiera tener la apertura de fronteras sobre los márgenes precio-costo en esta economía quedaba compensado por algún otro factor, posiblemente prácticas anticompetitivas privadas que impiden la entrada.  Ello sugiere que quizá sea necesario complementar la apertura de fronteras con la aplicación de ciertas leyes sobre competencia.

135. Como mínimo los datos comunicados por el FMI sobre estas dos economías refuerzan una cuestión más general; a saber, que las fronteras relativamente más abiertas y la mayor exposición a la competencia de mercados extranjeros, aunque útiles para promover el comercio y las inversiones, no pueden garantizar la disminución de los márgenes precio-costo por debajo de los promedios vistos en las economías industrializadas.
  De esos y otros datos publicados
 cabe sacar la conclusión de que la apertura de las fronteras, aunque atenúa sin duda el poder de mercado, no lo elimina del todo.

C. Información sobre la actividad de las autoridades de competencia en economías en desarrollo

136. A medida que aumenta el número de economías en desarrollo que adoptan leyes sobre competencia, aumenta también la información disponible procedente de la documentación sobre las actuaciones de las autoridades de competencia.  Muchas de esas autoridades cuentan con sus propios sitios en la Web, en los que se publican informes y comunicados de prensa.  Además numerosas economías en desarrollo han informado de medidas de aplicación importantes en comunicaciones o notificaciones a la OCDE, la UNCTAD y la OMC.  De esas fuentes procede la información expuesta en la presente subsección.

137. En el cuadro III.T2 se resume la información presentada a la OCDE por 12 economías en desarrollo sobre 27 medidas adoptadas recientemente contra los cárteles, un tipo importante de práctica empresarial anticompetitiva.  Esas 12 economías difieren considerablemente en sus niveles de desarrollo, y, sin embargo, todas ellas se vieron afectadas por las repercusiones negativas de los cárteles.

138. Además, el número de casos de manipulación de licitaciones comunicados (seis) en el cuadro III.T2 indica que la cartelización no perjudica sólo al sector privado, sino también al sector público (y por extensión a los contribuyentes).  De hecho los tres casos de cartelización descritos por las autoridades chinas correspondían a esa categoría.  Además, en los últimos años también se han descubierto prácticas de manipulación de licitaciones en proyectos de ayuda financiados por donantes, como atestigua un caso en el que estaban implicadas empresas participantes en licitaciones por proyectos de USAID en Egipto (véase el recuadro III.B1 infra).

Recuadro III.B1:
Manipulación de licitaciones para proyectos financiados por USAID en Egipto, 
1989-1995

La empresa American International Contractors Inc. (AICI) se declaró culpable y fue condenada a pagar una multa de 4,2 millones de dólares por participar en una conspiración para manipular licitaciones para la adjudicación de contratos de construcción financiados por la Agencia de los Estados Unidos para el Desarrollo Internacional (USAID) en la República Árabe de Egipto.  El 11 de agosto de 2000, el Tribunal de Distrito de Birmingham, Alabama, en los Estados Unidos, la declaró culpable de participar en una conspiración para manipular las licitaciones por las que se adjudicaban determinados contratos de construcción de instalaciones de tratamiento de aguas residuales desde junio de 1988 hasta enero de 1995 por lo menos, en violación del artículo 1 de la Ley Sherman.  Philipp Holzmann AG, una constructora alemana de Frankfurt, de declaró asimismo culpable y fue condenada a pagar una multa de 30 millones de dólares por su participación en el cártel.

La conspiración estaba relacionada con una serie de contratos de USAID y del Cuerpo de Ingenieros de los Estados Unidos para construir instalaciones de tratamiento y eliminación de aguas residuales en Egipto.  Iniciada en 1989, duró hasta 1995 por lo menos, y entrañó la presentación deliberada de ofertas "perdedoras" a la entidad de contratación pública.  Las empresas "perdedoras" eran indemnizadas por las adjudicatarias con pagos directos.  Esas prácticas restaron considerable competitividad al mercado de proyectos de construcción e impidieron a la entidad de contratación obtener el precio más bajo posible.  Además, esa situación hizo que se ejecutaran menos proyectos en Egipto, lo que afectó directamente a la calidad de vida de los ciudadanos de ese país en desarrollo.

Fuente:  Comunicado de prensa del Departamento de Justicia de los Estados Unidos, "German Company Pleads Guilty to Rigging Bids on USAID Construction Contracts in Egypt," 18 de agosto de 2000, descargado de la siguiente página:  http://www.usdoj.gov/opa/pr/2000/August/485at.htm

Cuadro III.T2:
Aplicación de las disposiciones anticártel en algunas economías en desarrollo

Economía que aplicó las medidas
Mercado cartelizado
Duración del cártel
Resumen de la conspiración 
y multas impuestas 

Bulgaria
Transporte por rutas variables (transporte intermedio) 
2000
Las empresas participantes en la conspiración acordaron un aumento de precios de alrededor de 0,1 euros para los servicios de transporte.  Se les impuso una multa de 47.000 euros en total.


Ventas de tarjetas telefónicas
Un año (sin especificar)
Un accionista común intervino en un plan de intermediación en la coordinación de precios entre dos empresas.  Se impuso a ambas una multa de 9.000 euros.


Gasificación
2002 
Dos empresas acordaron un contrato de cinco años con cláusulas de renuncia a la competencia.  Se impuso a ambas una multa de 25.000 euros.

China
Fabricación de ladrillos 
1999 
Conspiración de cinco grupos de empresas para la concertación de ofertas en relación con una fábrica de ladrillos en la provincia de Zhejiang.  Se les impusieron sendas multas de 6.500 euros.


Construcción de escuelas
1998
Concertación de ofertas por parte de 10 empresas constructoras.  Se anuló la licitación y se confiscaron las ganancias ilegales.  


Obras de ingeniería
1998
Concertación de ofertas por parte de dos empresas constructoras.

Estonia
Productos lácteos
2000
Intento de fijación colusoria de precios por parte de cuatro empresas importantes de elaboración de leche y 10 mayoristas.  Antes de que se concretara un acuerdo se emitió una orden de prohibición.  


Servicios de taxi 
1999
Tres compañías de taxis que representaban más del 40% del mercado fueron declaradas culpables de fijación colusoria de precios y se les impusieron sendas multas de 639 euros.


Transporte por carretera
1999
Se procesó a la Asociación de Transportistas Internacionales por Carretera de Estonia por participar en la fijación colusoria de precios para los servicios de transporte internacional.  La Junta de Competencia emitió una orden obligatoria.  No se impusieron sanciones.  

Indonesia
Servicios de oleoductos
Formado en mayo de 2000
Concertación de ofertas por parte de cuatro empresas.  El contrato resultante fue disuelto.  No se impusieron multas.

Letonia
Aviación
1998-1999 
Cártel internacional formado por una empresa letona y otra rusa que acordaron cooperar para la organización de vuelos de pasajeros entre Riga y Moscú.  Se impuso a la empresa letona una multa equivalente al 0,7% de su volumen total de negocios en 1998.


Servicios de mensajeros
1999
Acuerdo entre una empresa estatal letona y una empresa internacional de servicios de mensajeros.  No se impusieron sanciones, al no apreciarse efectos prácticos sobre la competencia.  

Perú
Construcción de edificios
1997
Concertación de ofertas por tres empresas.  Se les impusieron sendas multas de casi 1.800 euros.


Servicios de taxi
1999
Acuerdo de fijación colusoria de precios entre varias empresas locales.  Sólo se impuso una multa, de 900 euros, a una empresa que no se comprometió a poner fin a la práctica restrictiva.  


Aves de corral
1995-1996
Varias asociaciones y 19 empresas fueron investigadas y procesadas por fijación colusoria de precios, control de cantidades, restricción del comercio, establecimiento de obstáculos a la entrada e implantación de mecanismos anticompetitivos para suprimir la competencia en el mercado de pollos vivos de la zona metropolitana de Lima y Callao.  

Rumania
Agua mineral
1997
Fijación colusoria de precios para el agua mineral embotellada.  Se impusieron multas de importe no especificado.


Medicamentos
1997-2000
Se determinó que miembros de la Asociación Farmacéutica participaban en una conspiración para repartirse el mercado de la distribución de medicamentos (alrededor de 430 millones de euros anuales) y dificultar la entrada de otros competidores.  Se impusieron multas calculadas como porcentaje de los beneficios de la Asociación (no se especifica su monto).

Eslovenia
Energía eléctrica
2000 (año de la decisión de aplicación)
Fijación colusoria de precios para el suministro de energía eléctrica en Eslovenia.  El cártel fue prohibido.


Organización de eventos culturales
2000
Dos empresas se concertaron para cooperar e impedir la entrada de otras en el mercado.  Se impusieron multas de importe no especificado.

Sudáfrica
Cítricos
1999
Conspiración relacionada con la compra, el empaquetado y la venta de cítricos.  Se impusieron multas de importe no especificado.

Taipei Chino
Trigo
1997-1998
La Asociación de Productores de Harina fue declarada culpable de organizar un cártel de compradores y establecer un sistema de contingentes y control de cantidades entre 32 productores.  Se le impuso una multa de 620.000 euros.  


Grúas móviles
1998
Seis empresas fueron declaradas culpables de manipulación de licitaciones.  No se especifican multas.


Gas natural
Sin especificar
Veintisiete empresas, que controlaban la mayor parte del mercado, fueron declaradas culpables de conspiración para la fijación colusoria de precios del suministro de gas natural en el sur del Taipei Chino.  Se impusieron multas por un monto total de 4.123.000 euros.

Ucrania
Cajeros electrónicos
1999
Fijación colusoria de precios por parte de dos empresas.  Como resultado de la concertación los precios aumentaron entre uno y dos euros.  No se especifica si se impusieron sanciones.  


Caolín
2000
Dos distribuidores que competían entre sí concertaron un contrato en el que se especificaban los montos de las ventas del producto.  No se especifica si se impusieron sanciones.

Zambia
Aves de corral
Sin especificar
Dos empresas, la principal productora y la principal compradora del mercado de aves de corral, concertaron un acuerdo para impedir la competencia.  El acuerdo fue declarado nulo.  


Petróleo
1997 - sin especificar
Nueve empresas de comercialización de petróleo fueron declaradas culpables de fijación colusoria de precios.  Las empresas impulsoras del cártel obligaron también a otras empresas a adoptar los precios fijados.  No se especifica si se impusieron sanciones.

Fuente:
Comunicaciones nacionales a la primera y la segunda reuniones del Foro Mundial de la OCDE sobre la Competencia.

139. La cartelización no es, por supuesto, la única forma de conducta anticompetitiva.  Las empresas con una cuota importante de mercado pueden elevar los precios individual o colectivamente y adoptar otras medidas tendentes a distorsionar la configuración del mercado.  Tales actos se consideran abuso de posición dominante, y contra ellos se dirige a menudo la aplicación de la política de competencia en las economías en desarrollo (véanse los cuadros III.T3 y III.T4).  En sus más recientes informes anuales a la OCDE sobre la aplicación de la política de competencia, Hungría, Corea, México, Rusia y Turquía dieron cuenta de medidas adoptadas contra prácticas de abuso de posición dominante (véase el cuadro III.T3).  Algunas economías en transición, como la República Checa y la República Eslovaca, vienen adoptando medidas contra esas prácticas desde hace años (véase el cuadro III.T4).  Desde 1992, las autoridades checas han realizado 142 investigaciones sobre posibles casos de abuso de posición dominante, lo que puede ser indicio de que muchas antiguas empresas estatales de gran tamaño siguen detentando considerable poder de mercado.

Cuadro III.T3:
Constataciones de existencia de conductas anticompetitivas en algunas economías en desarrollo

Economía
Año
Acuerdos horizontales, cárteles y prácticas concertadas
Abuso de posición dominante

Hungría
1997
0
8


1998
2
5


1999
7
7


2000
11
19

Corea
2000
38
0

México
1999
10


2000
34

Rusia
2000
9
438

Turquía
2000
12
-

Fuentes:
Informes anuales de los países a la OCDE sobre la aplicación de la política de competencia.  Se han tomado de la siguiente dirección de Internet: 

http://www.oecd.org/EN/document/0,,EN-document-768-nodirectorate-no-11-29574-768,00.html

Cuadro III.T4:
Investigaciones de comportamientos anticompetitivos realizadas por organismos de la República Checa y de la República Eslovaca 

Economía
Año
Investigaciones de acuerdos horizontales, cárteles y 
acuerdos de concertación 
Investigaciones de abuso de posición dominante 

República Checa
1992
15
20


1993
9
20


1994
15
16


1995
28
29


1996
30
24


1997
27
5


1998
67
4


1999
54
13


2000
36
11

República Eslovaca
1996
8
26


1997
18
27


1998
217
58


1999
131
41


2000
29
35

Fuentes:
Informes anuales de los países a la OCDE sobre la aplicación de la política de competencia.  Se han tomado de la siguiente dirección de Internet:


http://www.OCDE.org/EN/document/0,,EN-document-768-nodirectorate-no-11-29574-768,00.html.

140. Estos datos cuantitativos sobre las medidas de observancia adoptadas contra las prácticas anticompetitivas privadas en países en desarrollo pueden complementarse con un conjunto cada vez mayor de descripciones más cualitativas de las medidas de observancia.  En el Apéndice III.B figura una descripción de una serie de medidas de observancia importantes adoptadas por el Brasil, la República Checa, Hungría, Polonia, Rusia y la República Eslovaca.  Otras fuentes de utilidad a este respecto son CUTS (2003), Hur (2002), Kovacic (2001), Mavriodis y Neven (2000), OCDE (2003), y UNCTAD (2002c).  En éste se describen las medidas adoptadas por el Brasil, Sudáfrica, Venezuela y Zimbabwe.

141. La aplicación de la política de competencia en Europa Oriental está especialmente bien documentada, ya que muchas de esas economías se han venido preparando para ingresar en la Unión Europea, y la Comisión Europea ha publicado en los últimos años informes anuales sobre la situación concreta del régimen de aplicación de la política de competencia de cada país solicitante, entre otras cuestiones.  Los informes más recientes, publicados en 2002, se refieren a las medidas de aplicación adoptadas en 2001, y sus principales conclusiones se reseñan en el cuadro III.T5.  Un somero examen de esos informes revela que muchos de esos países de Europa Oriental cuentan con autoridades nacionales de competencia activas y están actuando con creciente rigor contra las prácticas anticompetitivas (véanse, por ejemplo, las observaciones contenidas en el cuadro III.T5 sobre los regímenes de aplicación de Polonia y de la República Checa).  Según parece, el hecho de que los organismos de competencia de esos países sean de creación reciente no ha impedido a algunos de ellos adoptar medidas cada vez más enérgicas contra las prácticas anticompetitivas privadas, lo que indica que no hay que esperar mucho para que empiecen a dar fruto las inversiones en actividades de aplicación de la política de competencia.  Eso no significa que las autoridades de competencia de todas esas economías estén funcionando en forma plenamente satisfactoria, como indican las observaciones de la Comisión Europea sobre los recursos y el personal de que disponen las autoridades de competencia de Letonia y Eslovenia (cuadro III.T5).

142. Esos datos se refieren, claro está, sólo a las prácticas anticompetitivas que han sido objeto de investigaciones o procedimientos judiciales incoados por las actividades nacionales de competencia.  Son pocas las autoridades subnacionales que comunican datos comparables sobre las actividades de aplicación de las disposiciones sobre competencia, por lo que es probable que los datos de los cuadros III.T2-5 no reflejen cabalmente el alcance de las actividades de aplicación en esas economías.

143. En resumen, a la luz de esos datos es difícil sostener que las prácticas anticompetitivas privadas no son parte habitual de la actividad comercial en las economías en desarrollo.  Además, esos datos parecen indicar que durante el decenio de 1990 cada vez más países tomaron conciencia de que les interesaba iniciar, reforzar o revitalizar la aplicación de su legislación sobre competencia.

Cuadro III.T5:
Informes de la Comisión Europea sobre las actividades de las autoridades de competencia de algunos países en proceso
de adhesión
País en proceso de adhesión a
la UE
Algunas observaciones sobre la aplicación de la política de competencia en 2001

República Checa
"La Oficina de la Protección de la Competencia, que es la autoridad nacional de competencia de la República Checa, ha continuado en el último año la aplicación de las disposiciones pertinentes.  En 2001 se adoptaron 132 decisiones antitrust (22 sobre acuerdos de limitación de la competencia, 5 sobre abuso de posición dominante y 105 sobre fusiones), de las que 12 fueron prohibiciones y aprobaciones condicionales (4 de ellas con multas).  Se presentaron tres apelaciones judiciales contra las decisiones de la Oficina, que fueron rechazadas" (página 65).

"En un esfuerzo por concentrar sus recursos en las conductas anticompetitivas más graves, la Oficina revisó en julio de 2001 su programa de amnistía, de conformidad con el nuevo programa adoptado por la Comisión en febrero de 2002, con el fin de obtener la colaboración por parte de participantes en los cárteles" (página 65).

"En lo que se refiere a su capacidad administrativa, la Oficina de Protección de la Competencia es una autoridad plenamente independiente y cuenta con los recursos y conocimientos necesarios.  Dispone de amplias facultades para la aplicación de las normas sobre competencia.  Cuenta en la actualidad con 129 funcionarios" (página 66).

Estonia
"La Junta de la Competencia ha continuado en el último año la aplicación de las disposiciones pertinentes.  En 2001 adoptó 33 decisiones antitrust (frente a 31 en 2000), de las que 4 fueron prohibiciones (una de ellas con multas).  Las decisiones se refirieron a 9 casos de abuso de posición dominante, 8 acuerdos de limitación de la competencia, 8 fusiones (se introdujeron en octubre disposiciones de control de fusiones) y 7 investigaciones sectoriales.  La plantilla de la Junta sigue siendo de alrededor de 40 funcionarios, y continúan las actividades de capacitación" (página 58).

Hungría
"La Oficina de Competencia Económica, junto con su órgano decisorio, el Consejo de la Competencia, ha continuado en el último año la aplicación de las disposiciones pertinentes.  En 2001 adoptó 120 decisiones antitrust (frente a 144 en 2000), de las que 2 fueron prohibiciones (con multas).  Las decisiones se refirieron a 30 casos de abuso de posición dominante, 10 acuerdos de limitación de la competencia y 80 fusiones.  La plantilla se aumentó de 14 a 124 funcionarios, y continúan las actividades de capacitación" (página 63).

Letonia
"El Consejo de la Competencia, junto con su órgano de investigación, la Oficina de la Competencia, ha continuado en el último año la aplicación de las disposiciones pertinentes.  En 2001 adoptó 30 decisiones antitrust (frente a 20 en 2000), de las que 6 fueron prohibiciones (una de ellas con multas).  Las decisiones se refirieron a 15 casos de abuso de posición dominante, 11 acuerdos de limitación de la competencia y 4 fusiones.  El Consejo de la Competencia desempeñó durante buena parte del año sus funciones decisorias con sólo 3 de sus 5 integrantes previstos.  La plantilla se mantuvo en torno a una cuarentena de funcionarios, pero siguió registrando una elevada tasa de rotación, del 30%.  El presupuesto del Consejo de la Competencia se aumentó en un 38%" (página 63).

Polonia
"La Oficina de Competencia y Protección del Consumidor, que es la autoridad nacional de competencia de Polonia, ha continuado en el último año la aplicación de las disposiciones pertinentes.  En 2001 se adoptaron en total 654 decisiones, de las que 20 se referían a acuerdos de limitación de la competencia, 218 a abuso de posición dominante y 416 al régimen modificado de control de fusiones" (página 63).

"La Oficina es un organismo independiente y dispone de recursos suficientes.  Cuenta en la actualidad con una plantilla de 220 funcionarios.  De los funcionarios dedicados a la política de competencia, 20 trabajan en los departamentos de ayuda estatal y 65 en los departamentos antitrust" (página 64).

República Eslovaca
"En lo que se refiere a la capacidad administrativa, el Gobierno eslovaco aprobó en 2002 un aumento de la plantilla de la Oficina Antimonopolio de 65 a 75 funcionarios, de los que 38 se dedicarán a la tramitación de casos directamente relacionados con la aplicación de la legislación antitrust [sic].  En lo que a las actividades de aplicación se refiere, la Oficina Antimonopolio de Eslovaquia adoptó en 2001 167 decisiones, de las que 24 se referían a acuerdos de limitación de la competencia, 25 a casos de abuso de posición dominante, y 118 a fusiones.  De esas decisiones, 9 (incluidas 2 por las que se imponían multas) prohibían acuerdos verticales u horizontales de limitación de la competencia.  No se han emitido decisiones de prohibición en casos de abuso de posición dominante.  Sin embargo, varias investigaciones con utilización intensiva de recursos condujeron en 2002 a decisiones de aprobación sujeta a condiciones sustantivas" (página 62).

Eslovenia
"La Oficina de Protección de la Competencia, que es la autoridad nacional antitrust de Eslovenia, ha continuado en el último año la aplicación de las disposiciones pertinentes.  La Oficina adoptó en total 49 decisiones antitrust, referentes a acuerdos restrictivos (6), abuso de posición dominante (3), y control de fusiones (40).  Se dictaron 4 aprobaciones condicionales y prohibiciones" (página 58).

"Aunque la Oficina de Protección de la Competencia está legalmente facultada para aplicar las normas sobre competencia, es preciso dotarla de los recursos necesarios para desempeñar eficazmente su cometido.  La Oficina cuenta en la actualidad con 12 funcionarios" (página 58).

Fuente:
El texto correspondiente a cada país procede del "Informe ordinario de 2002 sobre los progresos de [nombre del país] hacia la adhesión".  Esos informes se pueden descargar del siguiente sitio en la Web:  http://europa.eu.int/comm/enlargement/report2002/.

Nota:
En esos informes se distingue por lo general entre las medidas adoptadas contra las ayudas estatales y otras medidas antitrust y de defensa de la competencia.  Toda la información presentada en el cuadro sobre el número de investigaciones realizadas por las autoridades nacionales de competencia se refiere a esa segunda categoría de medidas.  Eso no significa que las ayudas estatales carezcan de importancia o que no distorsionen las configuraciones del mercado.

D. Estudios de los efectos de la política de competencia en indicadores generales de resultados económicos

144. En el decenio de 1990 aumentó a más de 70 el número de jurisdicciones con legislación sobre competencia (Palim 1998).  Un conjunto cada vez mayor de investigaciones académicas sustenta ese creciente recurso a políticas de competencia para mejorar la asignación de recursos en una época de reforma interna, reestructuración económica y liberalización del comercio y de las inversiones.

145. Esas investigaciones se han basado en la reunión reciente de amplios conjuntos de datos de diferentes países sobre los factores que dificultan o facilitan la competencia en los mercados nacionales, incluidas medidas de la eficacia de las políticas nacionales antitrust o de competencia.  En el Global Competitiveness Report 2001-2002
, por ejemplo, se recogen los promedios de las respuestas de dirigentes empresariales de más de 70 economías a tres preguntas relacionadas con la competencia y la política de competencia.
  Se pidió a cada uno de ellos que calificara en una escala de uno a siete su respuesta a las siguientes preguntas:


-
"La política antimonopolio de su país es (1=laxa e ineficaz para promover la competencia, 7=eficaz para promover la competencia)".


-
"En la mayoría de los sectores, la competencia en el mercado interior es (1=limitada, con escaso recurso a la reducción de precios, 7=intensa, con cambios de las posiciones en el mercado)".


-
"¿Es la competencia en el sector de transporte de su país suficiente para garantizar un nivel de calidad elevado, escasas interrupciones y precios bajos? (1=no, 7=sí, a niveles internacionalmente competitivos)".

146. La primera pregunta se refiere a la eficacia de una forma de política de competencia
, la segunda a la intensidad de la competencia en el mercado del país, y la tercera a la intensidad de la competencia en un sector de la economía que se suele considerar fundamental para el desarrollo.  En el apéndice III.A se presentan los promedios de las calificaciones de la encuesta correspondientes a más de 70 países, pertenecientes o no a la OCDE.  La medida de la eficacia de la política antimonopolio asciende a 3,7 en las naciones no pertenecientes a la OCDE y a 5,1 en las de la OCDE (sobre la escala de 1 a 7).  Entre los miembros de la OCDE, el coeficiente de correlación entre la medida de la eficacia de la política antimonopolio y la intensidad de la competencia percibida en los mercados nacionales es sorprendentemente alto, de 0,68.  También parecen indicar un vínculo entre la aplicación de las medidas antitrust y la intensidad de la competencia en los mercados nacionales los datos del gráfico III.F1, en el que se representan esas dos variables respecto de todas las naciones incluidas en el Global Competitiveness Report 2001-2002.  Puesto que una competencia más intensa redunda en precios más bajos y en una asignación más eficiente de los recursos nacionales, de los datos se desprende que la política de competencia puede desempeñar un papel importante en la consecución de esos objetivos.

147. En otros estudios se han examinado los efectos de la política de competencia en diferentes medidas de los resultados económicos.  Todos ellos emplean técnicas econométricas para descontar las variaciones causadas por otros factores pertinentes, permitiendo así a los analistas aislar los efectos de la política de competencia en cada medida de los resultados económicos.  Dutz y Hayri (1999) llegaron a la conclusión de que, tras descontar los numerosos determinantes del crecimiento económico, el producto nacional crecía a un ritmo más rápido en las economías que con más rigor promovían la competencia y trataban de eliminar la concentración de poder en el mercado.

Gráfico III.F1:
Intensidad de la competencia y política antitrust
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Fuente:
Mediana de las respuestas a la encuesta relativas a estas variables en el Foro Económico Mundial (2002).

148. Hoekman y Lee (2003) llegan a conclusiones menos inequívocas sobre la eficacia de la legislación sobre competencia.  Utilizando datos correspondientes a 28 sectores de 42 países y a los años comprendidos entre 1981 y 1998, estiman ante todo el margen precio-costo de cada sector y país.  Demuestran después que esos márgenes tienden a ser menores en las economías con mayor penetración de las importaciones y menores obstáculos a la entrada.  Por medio de un doble indicador de la presencia o ausencia en cada país de legislación sobre competencia, muestran asimismo que esas leyes no tienen un efecto directo, independiente y estadísticamente significativo en los márgenes precio-costo estimados.  Sin embargo, teniendo en cuenta las repercusiones de la propia decisión de promulgar leyes sobre competencia, observan que:


"… en los sectores sujetos a legislación sobre competencia suele haber un mayor número de empresas nacionales, lo que indica que, a largo plazo, las leyes sobre competencia pueden tener repercusiones indirectas en los márgenes de los sectores nacionales al promover la entrada de nuevos participantes" (Hoekman y Lee 2003, página 4).

149. Aunque esos autores otorgan más importancia a los obstáculos a la entrada, esa última constatación concuerda también con la opinión de que la aplicación de las disposiciones sobre competencia disuade a las empresas ya implantadas de adoptar medidas para frustrar la entrada de nuevas empresas.

150. Teniendo eso en cuenta, Hoekman y Lee (2003) llegan a la siguiente conclusión:


"Aunque la legislación sobre competencia puede ser un componente importante de una política de competencia, el análisis que aquí se presenta indica que puede resultar más fructífero abordar los obstáculos al comercio y las reglamentaciones públicas que limitan la competencia interna dificultando la entrada y la salida de empresas" (página 23).

151. Esa conclusión tan cuidadosamente formulada debe interpretarse con cautela.  Hoekman y Lee (2003) no calculan, como cabría esperar teniendo en cuenta lo tajante de su conclusión, los beneficios de la reforma comercial, la liberalización de las inversiones y las medidas tendentes a reducir los obstáculos a la entrada.  En su estudio no se tienen en cuenta los costos de las reformas pertinentes, que tendrían que formar parte de cualquier análisis de costo-beneficio respecto de esa cuestión, y que en el caso de las reducciones arancelarias comprenderían la pérdida potencial de ingresos arancelarios.  Como mucho, en este documento se han ilustrado diversos factores fundamentales para el análisis de costo-beneficio.

152. Los efectos de las políticas de fomento de la competencia pueden observarse también en el comportamiento de las empresas.  En un estudio de las economías de Europa Oriental y otras economías en transición, Dutz y Vagliasindi (2000) constataron que la aplicación rigurosa (no la mera promulgación) de políticas de competencia facilita el crecimiento en un sector de empresas con una productividad más elevada, al no poder las empresas ineficientes utilizar como amortiguador los beneficios logrados por el ejercicio del poder de mercado.

153. Carlin et al. (2001) utilizaron los datos de un estudio sobre 3,300 empresas de 25 países para determinar si el grado de competencia al que los directores de empresas consideran que se enfrentan tiene un efecto positivo en una serie de aspectos del funcionamiento de las empresas.  Observaron que cuantos más rivales considera una empresa que tiene y más sensible considera su director que es la demanda de sus productos, mejores son los resultados por lo que se refiere al aumento de la productividad y la reducción de los costos, y mayor el ritmo de desarrollo de nuevos productos y de mejora de los productos existentes.

154. Resumiendo, en un número creciente de trabajos de reciente aparición se pone de manifiesto que una aplicación más rigurosa de las leyes nacionales sobre competencia en las economías en desarrollo influye positivamente en los resultados macroeconómicos.  Esas investigaciones complementan los numerosos datos disponibles sobre el efecto beneficioso que sobre los resultados a largo plazo de las empresas y el bienestar de los consumidores tiene la intensificación de la rivalidad entre empresas, que puede promoverse mediante la aplicación adecuada de la legislación sobre competencia.  Sobre la base de los datos anteriores, cabe señalar que, en la medida en que la adopción de un marco multilateral sobre política de competencia alienta una aplicación más activa y apropiada de la legislación sobre competencia, mejorarán tanto los resultados macroeconómicos como los resultados económicos de las empresas en las economías en desarrollo (y, por ese motivo, industrializadas).  

155. En la presente sección y en la anterior se centró la atención principalmente en las modalidades y consecuencias internas de la aplicación de las leyes sobre competencia en las economías en desarrollo.  En las secciones siguientes se abordará, en cambio, el problema de los cárteles internacionales privados, que constituyen la principal fuente externa de efectos anticompetitivos perniciosos para las economías en desarrollo.  A raíz de la intensificación de las actuaciones contra esos cárteles, a finales del decenio de 1990 se publicaron diversas investigaciones que documentaban mejor la naturaleza, la escala y los efectos de estos cárteles en el comercio de las economías en desarrollo y las economías industrializadas.  Aunque puede haber otras prácticas anticompetitivas externas perjudiciales para los intereses de las economías en desarrollo, la información empírica disponible al respecto es mucho menor que en el caso de los cárteles.  Eso no significa que tales prácticas no sean importantes, sino sólo que todavía no se ha demostrado de manera igualmente convincente que lo son.

E. La intensificación de las medidas contra los cárteles internacionales desde 1993

156. En los últimos años se ha prestado gran atención a los perjuicios anticompetitivos causados a economías en desarrollo por los cárteles internacionales privados.
 Ese tipo de cártel privado surge cuando:


-
empresas privadas de más de una economía conciertan un acuerdo explícito para fijar colusoriamente los precios, repartirse los mercados o manipular las licitaciones para la adjudicación de contratos;  o 


-
empresas privadas de la misma economía conciertan un acuerdo explícito para fijar colusoriamente los precios, repartirse los clientes, o manipular licitaciones en los mercados de más de una nación.
 

Como se explicará infra, esos cárteles tienen otros efectos además del de elevar los precios por encima de los costos y canalizar así hacia sus miembros los beneficios del comercio internacional.  

157. En principio, la integración de los mercados nacionales a través de la reforma de los regímenes de comercio e inversiones debería haber dificultado el mantenimiento de los cárteles internacionales privados, por lo menos de los cárteles que elevan sustancialmente los precios.  Aunque en general las reformas comerciales socavan el poder de mercado, el gran número de cárteles descubiertos en el decenio de 1990 parece indicar que las fuerzas del mercado por sí solas no ofrecen protección completa contra esa amenaza para el comercio internacional.

158. Con el fin de ilustrar la eficacia potencial de los regímenes nacionales anticártel es útil analizar someramente por qué se intensificaran las medidas contra los cárteles en el decenio de 1990.
  El aumento de los procesos contra los cárteles se produjo después de 1993, cuando los Estados Unidos revisaron sus prácticas en esa esfera con el fin de establecer mayores incentivos que pudieran inducir a un miembro del cártel a desligarse de los demás participantes en la conspiración y facilitar a las autoridades información sobre el funcionamiento del cártel a cambio de una reducción de las sanciones correspondientes.  Básicamente las autoridades estadounidenses garantizan, con determinadas condiciones, que el primer miembro del cártel que coopere con sus investigaciones obtendrá una amnistía total respecto de las multas y sanciones penales que podrían imponerse a sus directivos.
  Unida a la propia severidad de las sanciones contra la cartelización previstas en los Estados Unidos, que entrañan la posibilidad de aplicar penas de prisión para los directivos, esa modificación de las disposiciones de amnistía (o lenidad) ofrece a los miembros de un cártel poderosos incentivos para facilitar información.  Asimismo, la alternativa a incentivar la colaboración de las empresas consiste en que sean las propias autoridades encargadas de la competencia las que reúnan pruebas de las actividades de cartelización, lo que es a menudo costoso, puede conducir a situaciones en que se hostigue al sector privado, y resulta en muchos casos infructuoso, en particular cuando los integrantes de los cárteles están en condiciones de ocultar información sobre sus reuniones y acuerdos de manera que no puedan acceder a ella las autoridades.

159. ¿Qué frutos rindió en los Estados Unidos esa combinación de sanciones rigurosas para las actividades de cartelización con un programa de amnistía especialmente diseñado?  Antes de 1993 sólo alrededor de una empresa al año se acogía al programa de amnistía, y eran infrecuentes los casos contra cárteles internacionales importantes.  En la actualidad se acoge al programa aproximadamente una empresa cada mes, y el monto total de las multas impuestas a cárteles internacionales durante el decenio de 1990 ascendió a 1.900 millones de dólares.  El cálculo de esas multas se basa en parte en el daño causado por los cárteles a la economía estadounidense, y no tiene en cuenta el daño causado a otros países.

160. En los últimos años la Comisión Europea ha intensificado sus actividades de aplicación de las disposiciones anticártel, hasta el punto de que en 2002 la CE impuso a miembros de cárteles multas por valor de más de 1.000 millones de euros por participar en conspiraciones que causaban distorsiones en los mercados de la Unión Europea.  La CE revisó asimismo en febrero de 2002 su programa de amnistía con el fin de introducir mayores incentivos para que miembros de cárteles se presten a facilitar información.

161. Las autoridades antitrust de los Estados Unidos y de la Comisión Europea procesaron durante el decenio de 1990 a 40 cárteles internacionales integrados por empresas privadas.  Veinticuatro de esos cárteles duraron como mínimo cuatro años, lo que pone en entredicho la teoría de que las fuerzas de mercado socavan rápidamente los cárteles (Evenett, Levenstein y Suslow, 2001).  Además, en esos cárteles participaban empresas de más de treinta economías, incluidas ocho economías en desarrollo, lo que parece indicar que la participación en los cárteles no está limitada a un pequeño grupo de países.  La variedad de productos afectados por los casos recientes de cartelización indica asimismo que esa práctica anticompetitiva no se da sólo en unos pocos sectores (véase el cuadro III.T6 en relación con ambas cuestiones).

162. Muchos de los cárteles denunciados por las autoridades estadounidenses y europeas eran conspiraciones para repartirse los mercados internacionales.  La publicidad dada a esos procesos, unida a las cuantiosas multas impuestas, atrajo la atención de los organismos de competencia de otros países, y actualmente la lucha contra los cárteles ya no se circunscribe a unas pocas naciones industriales.  El Brasil y Corea, por ejemplo, han investigado y procesado a cárteles internacionales privados.

Cuadro III.T6:
Economías cuyas empresas fueron denunciadas por los Estados Unidos y la Comunidad Europea por prácticas de cartelización durante el decenio de 1990

Economía
Cártel

Angola
Transporte marítimo

Austria
Cartón, ácido cítrico, papel para periódicos, tubos calefactores de acero

Bélgica
Construcción de buques, acero inoxidable, vigas de acero

Brasil
Fosfuro de aluminio

Canadá
Cartón, pigmentos, vajillas de plástico, vitaminas

Dinamarca
Transporte marítimo, tubos calefactores de acero, azúcar

Finlandia
Cartón, papel para periódicos, tubos calefactores de acero

Francia
Aeronaves, puentes atirantados por cable, cartón, ácido cítrico, explotación de transbordadores, metionina, papel para periódicos, cartón-yeso, transporte marítimo, gluconato sódico, acero inoxidable, vigas de acero, tubos de acero sin soldadura

Alemania
Aeronaves, electrodos de grafito a bordo, ácido cítrico, fosfuro de aluminio, lisina, metionina, papel para periódicos, pigmentos, cartón-yeso, tubos calefactores de acero, tubos de acero sin soldadura, vitaminas

Grecia
Explotación de transbordadores

India
Fosfuro de aluminio

Irlanda
Transporte marítimo, azúcar

Israel
Bromo

Italia
Cartón, explotación de transbordadores, papel para periódicos, acero inoxidable, tubos calefactores de acero, tubos de acero sin soldadura

Japón
Electrodos de grafito, lisina, metionina, transporte marítimo, gluconato sódico, sorbatos, tubos de acero sin soldadura, papel termal para fax, vitaminas

Luxemburgo
Vigas de acero

Malasia
Transporte marítimo

México
Fibra de agave

Países Bajos
Cartón, ácido cítrico, explotación de transbordadores, construcción de buques, gluconato sódico, fibra de agave

Noruega
Cartón, explosivos, ferrosilicio

Singapur
Transporte marítimo

Sudáfrica
Diamantes, papel para periódicos

[Corea]
Lisina, metionina, transporte marítimo 

España
Aeronaves, cartón, acero inoxidable, vigas de acero

Suecia
Cartón, explotación de transbordadores, papel para periódicos, acero inoxidable

Suiza
Ácido cítrico, tubos de plástico laminado, tubos calefactores de acero, vitaminas

[Taipei Chino]
Transporte marítimo

Reino Unido
Aeronaves, cartón, explosivos, explotación de transbordadores, papel para periódicos, pigmentos, cartón-yeso, transporte marítimo, acero inoxidable, tubos de acero sin soldadura, vigas de acero, azúcar

Estados Unidos
Aeronaves, fosfuro de aluminio, bromo, puentes atirantados por cable, cartón, ácido cítrico, diamantes, ferrosilicio, electrodos de grafito, grafito isostático, tubos de plástico laminado, lisina, maltol, metionina, pigmentos, vajillas de plástico, construcción de buques, transporte marítimo, sorbatos, fibra de agave, papel termal para fax, vitaminas

Zaire
Transporte marítimo

Fuente:
Evenett, Levenstein y Suslow (2001).

Nota:
Los productos en cursiva estaban siendo objeto de investigación en el momento de la publicación del presente estudio.

F. Efectos de los cárteles internacionales privados en los países en desarrollo

163. En los últimos tres años se han realizado diversos estudios en los que se identifican y evalúan los costos para los países en desarrollo de los cárteles internacionales privados contra los que se incoaron procedimientos en el decenio de 1990.
  Esos estudios se han ido perfeccionando gracias a los esfuerzos acumulativos de investigadores, funcionarios gubernamentales y organizaciones internacionales por reunir datos sobre esa cuestión.  Como se verá, las investigaciones se han centrado en gran medida en la estimación de los recargos pagados por los compradores de los países en desarrollo.  Sin embargo, están saliendo a la luz datos que indican que esos cárteles han perjudicado también a los exportadores de los países en desarrollo, lo corrobora la conveniencia de fortalecer las políticas y las instituciones para combatir las prácticas anticompetitivas que afectan a las economías en desarrollo.
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� OMC (1998b), párrafo 117.





� Estados Unidos, Departamento de Justicia y Comisión Federal de Justicia (1995), y Oficina de la Competencia del Canadá (2000).





� Una importante excepción comercial a la legislación nacional anticártel afecta a los llamados cárteles de exportación.  Scherer (1994 página 45) los describe así:





"… los cárteles de exportación (a menudo denominados asociaciones de exportación) pueden constituirse para ahorrar los gastos de venta, de financiación y de documentación aduanera al permitir a una organización común de vendedores realizar las transacciones de múltiples productores nacionales, como las empresas demasiado pequeñas para organizar sus propias campañas de exportación.  En este caso, pueden resultar beneficiados tanto los compradores como los vendedores."


� Excepciones, exenciones y exclusiones contenidas en la legislación nacional de los Miembros en materia de competencia (WT/WGTCP/W/172, 6 de julio de 2001).


� En OCDE (1995) figura una descripción de algunas de las excepciones, exenciones y exclusiones contenidas en las leyes sobre competencia de otras jurisdicciones.





� Si se ha escogido ese discurso no es porque defina el estado actual de la legislación sobre competencia de la Comunidad Europea, sino porque pone de manifiesto los diferentes tipos de excepciones y exclusiones que pueden aplicarse (y se han aplicado sin duda en cierta época) en esa importante jurisdicción.


� Véase, por ejemplo, Anderson y Jenny (2001), Anderson y Holmes (2002), página 35 y Anderson (2003).


� Por lo menos una delegación, la de Tailandia, ha puesto en duda que las posibles modalidades de cooperación hayan de ser de carácter voluntario. Véase Tailandia (2002a) y los párrafos 246 a 248 infra.





� OMC 2002e, párrafo 14.


� Véase Scherer (1994, páginas 47 a 48) para una descripción de distintos aspectos de este acuerdo.





� OMC (2002e), párrafo 58.





� Por lo menos una delegación, la de Tailandia, ha puesto en duda que las posibles modalidades de cooperación hayan de ser de carácter voluntario (Tailandia 2002a).  Las consecuencias en materia de recursos de este enfoque se debaten más adelante en esta sección.


� Ese punto se aborda de nuevo en la parte III del presente estudio.





� Cabe señalar que uno de los factores que determinan la importancia que los gastos presupuestarios destinados a la observancia de las disposiciones sobre competencia en un país en desarrollo determinado tienen para otro país en desarrollo es la medida en que las actividades de aplicación de la legislación del primero están debidamente financiadas.





� El número de jurisdicciones con legislación sobre competencia difiere según las estimaciones.  En algunas comunicaciones al Grupo de Trabajo se señala que son algo menos de un centenar las jurisdicciones que cuentan con alguna forma de legislación sobre competencia.  En el presente documento se cita el estudio de White & Case porque en los últimos años ese bufete ha intentado un seguimiento de la cuestión a nivel mundial, aunque ello no garantiza que el examen sea riguroso o sistemático.





� En la parte III del estudio se presentan algunos datos sobre los efectos disuasorios del fortalecimiento de los regímenes de aplicación de la legislación sobre competencia.


� En Nottage (2003) puede encontrarse una visión general útil de los distintos tipos posibles de trato especial y diferenciado en materia de política de competencia.  Cabe señalar que Tailandia (2002b) ha afirmado lo siguiente:





"con respecto al cuarto principio fundamental propuesto, referente al trato especial y diferenciado, creemos que debe permitirse que los países en desarrollo:  1) eximan a los cárteles nacionales e internacionales de exportación.  Ello se debe a que la mayoría de los exportadores o importadores de los países en desarrollo tienen un tamaño pequeño y pueden necesitar unirse para contrarrestar el poder negociador de los grandes compradores o vendedores de países industrializados;  y 2) introduzcan gradualmente mayor transparencia y equidad procesal en la administración y aplicación de las leyes de competencia" (párrafo 5).





� En la parte III del presente documento se presenta un ejemplo empírico de los costos de la manipulación de licitaciones en los procesos de contratación pública (y, por consiguiente, de los efectos beneficiosos de la legislación sobre competencia en esa esfera).  Véase en Clarke, Evenett y Gray (2003) un examen del ahorro que se puede conseguir al prevenir la manipulación de licitaciones para la adjudicación de contratos gubernamentales.





� La aplicación de una pena de prisión conlleva asimismo otros dos costos sociales:  el costo del encarcelamiento y el valor de la producción perdida al encarcelar a un miembro potencialmente productivo de la sociedad.


� En el presente análisis se centra la atención en los gastos estatales en aplicación de la legislación anticártel.  Ello no se debe a que carezcan de importancia los recursos que ha de gastar el sector privado como consecuencia de investigaciones estatales sobre cárteles, sino a que los datos sobre los gastos del sector privado son todavía más difíciles de reunir que los del sector público.


� OMC (2002c).  Véase también Evenett et al. (2002).


� Eso no significa que los mecanismos institucionales de cooperación antitrust no resulten provechosos.  Como explica Waller (2000), el Tratado de Asistencia Jurídica Mutua entre los Estados Unidos y el Canadá ha sido y es de considerable utilidad para facilitar las investigaciones sobre los cárteles internacionales.  Puede encontrarse un examen más general de las modalidades de cooperación interinstitucional en ICPAC (2000) y en Janow (2000).  Véanse también los estudios monográficos de Evenett et al. (2000).


� Puesto que algunos países en desarrollo ya han adquirido considerable experiencia en la aplicación de legislación sobre competencia, no se presupone que los únicos proveedores de asistencia técnica sean economías industriales.  





� Conviene señalar, a este respecto, que los compradores pueden ser personas económicamente desfavorecidas, el sector público o empresas que compran productos de los miembros de cárteles.





� La investigación académica más reciente sobre la cuantificación de los obstáculos a la entrada es la de Djankov et al. (2002).  En ese estudio se presentan diversas medidas de los obstáculos, de índole financiera o relacionados con los plazos, que han de superar los empresarios para establecer una nueva empresa en economías industriales y economías en desarrollo.





� La idea de que la apertura de las fronteras puede moderar el poder de mercado dentro del país no es nueva.  Bhagwati (1968) la formuló convincentemente hace más de 30 años.  Sin embargo, fue ya en el decenio de 1990 cuando se publicaron rigurosos estudios microeconométricos que fundamentaron lo que hasta entonces no había sido más que una mera hipótesis teórica.  Las principales aportaciones empíricas al respecto son las de Levinsohn (1993) y Harrison (1994), basadas ambas en datos procedentes de economías en desarrollo.  Véase, en el capítulo primero de Evenett et al. (2000), una concisa reseña de los trabajos empíricos sobre los efectos de las corrientes de comercio internacional y de la inversión extranjera directa en la capacidad de las empresas nacionales para aumentar los precios por encima de los costos marginales.





� Desafortunadamente, el documento en cuestión del FMI no describe la metodología empleada para calcular los márgenes precio-costo en Singapur.


� En contraste con el estudio sobre Singapur, el informe del FMI (FMI 2002b) describe en detalle las distintas técnicas econométricas empleadas para calcular los márgenes precio-costo.





� En el párrafo 88 supra se plantean cuestiones similares, especialmente en lo que respecta a una contribución de la Argentina al Grupo de Trabajo en 1998 (W/63).





� Véase el capítulo 1 de Evenett et al. (2000) para un examen de esos datos.





� Asimismo, en el cuadro III.T5 (infra) se informa de que sólo en 2001 las autoridades de competencia de la República Checa, Estonia, Hungría, Letonia, Polonia, Eslovaquia y Eslovenia adoptaron medidas contra 86 "acuerdos restrictivos", concepto que abarca los cárteles.





� Ese informe, que publica anualmente el Foro Económico Mundial, figura en las referencias como Foro Económico Mundial (2002).





� Conviene señalar que la opinión académica está dividida a propósito de la utilidad de estas medidas subjetivas de entornos nacionales comerciales y las políticas que las afectan.  Existe la preocupación de que, al haber observado resultados económicos positivos -como mayores niveles de crecimiento económico o inversión extranjera directa- los dirigentes empresariales asuman que las políticas de la economía en cuestión desempeñan una función beneficiosa.  Otros han sostenido que resulta difícil -cuando no totalmente engañoso- comparar las respuestas de los empresarios de un país con las de los de otro país.  Se afirma que las diferencias culturales nacionales pueden condicionar el modo en que los empresarios responden a encuestas de este tipo.  Habiendo dicho esto, llama la atención la frecuencia con que se usan las medidas de este Informe en investigación económica y en análisis de políticas;  y ello indica la confianza que al menos algunos investigadores depositan en el valor de las respuestas a esta encuesta.  Un razonamiento distinto para reflejar esas respuestas aquí es que constituyen, para bien o para mal, parte de la información empírica sobre aplicación de la legislación nacional sobre competencia en las economías industrializadas y en desarrollo.





� Este Informe no define de forma precisa qué se entiende por política "antimonopolio".  Podría, por ejemplo, interpretarse como las políticas para impedir la creación de monopolios;  una definición bastante restringida.  Alternativamente, podría significar las políticas para impedir a la empresa o empresas implantadas ejercer un poder monopolístico, incluso si esas empresas no monopolizan los mercados a los que abastecen.





� Ese documento se distribuyó en febrero de 2002 en el Foro Mundial de la OCDE sobre la Competencia.





� Eso no significa que los cárteles formados por empresas estatales carezcan de importancia.





� Esa definición de cártel internacional privado debe distinguirse de la de cártel intrínsecamente nocivo, que ha adquirido especial importancia desde que los miembros de la OCDE adoptaran una "Recomendación" no vinculante al respecto.  En esa recomendación se entiende por cártel intrínsecamente nocivo 





"un acuerdo anticompetitivo, una práctica concertada anticompetitiva o un arreglo anticompetitivo entre competidores para fijar colusoriamente los precios, presentar ofertas concertadas (manipulación de licitaciones), establecer limitaciones o contingentes de producción, o dividirse los mercados mediante el reparto de consumidores, productores, territorios o líneas de comercio" (OCDE 1998, página 3).  





La distinción más importante entre la definición de cártel presentada en el texto que antecede y la de cártel intrínsecamente nocivo es la repetida utilización en ésta de la expresión "anticompetitivo".  Se plantea, pues, la cuestión de si un cártel puede resultar "procompetitivo", es decir, de si la formación de un cártel puede redundar en precios más bajos para los compradores.  Como han señalado algunos investigadores de la escuela de Chicago (por ejemplo, Landes, 1983), en teoría es posible que, en determinadas circunstancias, un cártel dé lugar a reducciones de los costos de magnitud tal que redunden en una disminución de los precios pagados por los compradores.  La pertinencia práctica de esa consideración teórica para la actividad normativa no ha podido comprobarse sobre la base de la información empírica disponible sobre los cárteles internacionales privados.


� En OCDE (2002a) figura una visión de conjunto detallada de las medidas de observancia adoptadas en el decenio de 1990 contra cárteles intrínsecamente nocivos.





� Esto no quiere decir que antes de 1993 los cárteles internacionales no fueran objeto de debates sobre las políticas o de medidas de observancia.  Para una reseña histórica a este respecto, véase Scherer (1994).





� Puede encontrarse información más detallada sobre los programas de amnistía de los Estados Unidos para violaciones antimonopolio de carácter penal, como las actividades de cartelización, en � HYPERLINK http://www.usdoj.gov/atr/public/criminal.htm ��http://www.usdoj.gov/atr/public/criminal.htm�.  La función de los programas de amnistía en el enjuiciamiento de los cárteles intrínsecamente nocivos se describe de manera más general en OCDE (2002b).





� Funcionarios antitrust de los Estados Unidos han pronunciado numerosos discursos sobre sus experiencias en la aplicación de disposiciones anticártel.  Esos discursos, que contienen material muy útil, pueden consultarse en � HYPERLINK "http://www.usdoj.gov/atr/public/speeches/speech_criminal.htm" ��http://www.usdoj.gov/atr/public/speeches/speech_criminal.htm�.





� Puede encontrarse más información sobre la aplicación de las disposiciones anticártel de la CE en http://europa.eu.int/comm/competition/speeches/index_theme_1.html.





� Aunque esta sección se centra en la magnitud de los cárteles internacionales contra los que se ha procedido recientemente, conviene observar, a título comparativo, que en el decenio de 1930 se consieraba que los cárteles internacionales controlaban aproximadamente entre el 30 y el 50 por ciento del comercio mundial (Scherer 1994, página 46).  Nada de lo que se expone a continuación indica que la proporción de las corrientes de comercio internacional actualmente afectadas por cárteles internacionales privados haya alcanzado los niveles observados durante el decenio de 1930.  No obstante, dado que la magnitud del comercio internacional en nuestros días es muy superior a la que tenía en ese decenio, aunque los cárteles internacionales privados sólo afecten a porcentajes muy pequeños del comercio internacional, es posible que se cause un daño a los consumidores de todo el mundo valorado en miles de millones de dólares -quizás incluso decenas de miles de millones de dólares-.  En el año 2002 el valor total de las importaciones de mercancías se cifró en 6,501 billones de dólares EE.UU.  De esa cantidad, 1,704 billones corresponden a importaciones realizadas por países en desarrollo. Estas cifras provienen de OMC (2003).
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